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ADVERTENCIA. 



Por falta de un libro breve, claro y metódico; por 
faltar ejemplares del libro del Sr. Lares; porque 
los alumnos no pueden comprar, todos, ni este ni 
otro en la capital déla nación; porque el curso co- 
menzó hasta Mayo del ano actual, sin haber otra 
cosa de que disponer fuera de este trabajo diario, 
qae el Sr. Director del Instituto encargó al cate* 
drático respectivo que emprendiera; por estos mo- 
tivos, solamente, se atrevió á ponerla mano sobre 
las lecciones del Sr. Lares y sobre la ciencia, es* 
cribiendo las que se publican. Y se hace esta pu- 
blicación solo por vi a de ejercicio de la imprenta 
del Instituto, destinada al aprendízagedel arte ti- 
pográfico; y por disposición de la junta directora. 
Los alumnos la quieren también para facilitar el 
estudio, que es difícil sobre diversos inésactos ma« 
suscritos, y para preparar su ecsámen. 

Cl autor de estas copias, estractos, apuntes y es- 
casas reflecsiones propias, no tiene pretensión al- 
gona. Muy de veras no la tiene; y pide al públi- 
co que escuse benignamente una publicación que 
no previo, y que bien quisiera que no se hiciera. 
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LECCIONES 

DE 

DERECHO ADMINISTRATIVO. 



LEOOZON I. 



Ei derecho administrativo es ia cien^' 
cía de la acción y de la competencia 
del poder ejecutivo, de sus agentes y 
de los tribunales administrativos, en re* 
lacion con los derechos é intereses d& 
los ciadadanos y con el interés general 
del Estado. Es necesario conocer la 
organización de los poderes sociales, 
según el derecho público, para com* 
prender la ciencia del derecho admi- 
nistrativo en sus relaciones con el pú* 
blico y constitucional, de lo^i que se 
distingue realmente. Aquellos tienen 
por objeto Ist organización del poder 
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público, dividido en los ramos que lia- 
raamos poder ejecutivo, legislativo y 
judicial; mientras que el derecho admi- 
nistrativo solo oompr^ode la acciop d^ 
uno de estos poderes, el ejecutivo, y 
DO en toda su actividad, sino en la que 
propiamente se llama administración; 
idea limitada á los términos que vere- 
mos después, distinguiendo la acción 
del gobierno de la acción de la admi- 
nktracion. 

Con el fin d^ que no siguier^üoh 
confandídos los negocios C4»tencio. 
sos del orden administrativo con loss 
del orden civil judicial, enervándose la 
acción del gobierno por la accioQ de: 
una autoridad estraña, que, calificara» 
sus actos, embarazándosie, recipiroca-v 
mente los poderes eje<?utivo y judicial 
en el ejercicio de sus atrib^cipneBí fijo 
la ciencia de 1«^ admini&.tra((^fl,6us eSr, 
peciales principio^ hasta Cjlfiglo ^ctuah 
distinguiendo los u^gopíos pur^tin^nte^ 
adrninistratijros, y 1<^ cpqteppiosQ-fid- 
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«liinistrativo^ de los jadiciál6s,y los dos 
primeros entre sí, para que los dere- 
chos de los cindadanos no se perjudi- 
caran^ ni ávs intereses sufrieran la fal- 
la de renedios distintos del único, in- 
segnro y por lo común ineficaz, llama- 
tic de responsabilidad; y para que los 
errores de la administración y su fuer- 
té y pronta acción no fueran la ruina de 
aquellos derechos é intereses, agrava* 
da con lo irritante de un poder arbi- 
ttífítio. 

Uno de los obietos mas eseAiaiálés 
de la administración es el tesoro públi- 
co, y otro los presupuestos; y el primer 
hecho histórico y legal que empezó á 
fundar entre nosotros una buena admi- 
nistración, fué la ley de 17 de Abril de 
1860, que mandó que la corte de jus- 
ticia úo pudiera despachar mandamien- 
tos dé ejecución, ni providencias de 
embargo contra las rentas públicas, y 
que el gobierno no vef'ifícara pagos de*^ 
cretados por el poder judicial en sus 
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8 
sentencias,' rio estando compreüdidos 
^n el presupuesto. . Aquí cornenzaroii 
Á fijarse los límites del poder judicial, 
y feortenzó á hacerse Kbre y espedí ta 
Ja acción administrativa, y á fijarse la 
distinción de la legítima discusión ju- 
dicial sobre una deuda, y la acción le* 
pítima del pago administrs^tivo de ella. 

La competencia, en general, es la me«- 
dida de Us facultades concedidas por 
la ley a cada uno de los fündonarios 
públicos. La competencia administra- 
tiiPa es la medida de las facultades del 
poder ejecutivo en el orden de la purít 
administración. 

El ejecutivo debe dejar intactos 
los actos que emanan del poder legis- 
lativo, pues no adnjiten reclamación 
ni recurso, y deben ser fiel y esacta- 
mente ejecutados. En efecto, las leyes 
atin cuando perjudiquen loé intereses 
de los particulares y sus derechos, de^* 
ben ser esactam%nte obedecidas, con 
sacrificio de esos intereses y derecho? 
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alíi^f^re» gefiéral^ sin .lo* q«ie la;sóilie- 
dad y el poder público serian una qui- 
mera. 

Por ik) que respecta al poder ejecu- 
tivOí.qüe es aquel á quien toca la ^je- 
QVcioo de las lejej», de qujos actos de 
gobierno y de administración yamosa 
ocuparnos, se divide en ejecutivo pur<í, 
Q propiamente dicho, y poder admiois- 
tffativo, ó administración activa; y la pa- 
labra gobernar, reveja alejecutivo pu- 
Wí y Ta palabra administrar, la admi- 
nistración activa. La acción del gobier- 
no se manifiesta en los reglamentos, de- 
cretos y. órdenes espedidas para elcum- 
pKmiento de la constitución y las leyes», 
y^u ejecución; en loa reglamentos gene- 
rales de orden y seguridad pública, ep 
la& negociaciones diplomáticas,, trata- 
dos y coo^venciones nQiilitar§s,.en la cor- 
Fespoudencia ofíei%l con «usagentesy 
Bomíira mientes,; retiros y JioeAcias de 
empleados, y en todo Jo que mira al óf * 
den-^ diacipUnjageoe£ales> y á Ja alia 
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10 
poiiiiG»; y en todo «ato el poder ejeco» 
tivo se dice cODpropiedsidvq^0 gobier- 
na. JLa admipistra^iotn activa se mani- 
fiesta en la vigilancia de Us acciones de 
cada ciudadano, qor^ la mira de la prol 
teccíon de ios interesen general es de la 
sociedad; y en esto el ejecutivo se dio0 
propiamente, que administran 

Administra obrando, pues no.pue*' 
de hacerlo sin acción; y esta ge ejerce 
sobre lais personas, ó sobre las coéas. 
Si la administración activa^ toeait lo^io^ 
tereses^ pereonales,^ tppoVQcará^ de^de 
luego reqlamacione!^; y el poder con que 
la» califica, obsequia ó desecha, se Íla« 
ma poder grackhso; si hiere los dei^^ 
ebos particulares, da lugar á un recur« 
go <)ontra sus^ decisiones; y el poder con 
qite califica estos recursos, obsequián- 
dolos, ó declarándolos infundados^ se llar 
ma poder contenciosa Esta ea )a re- 
gla general; y §olo por via de eacepcion 
a^e^ntConeeder^^Wleyes iptros reour- 
i09» que no «¿ean ante la misma ado^inis- 
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traci<m:y^&as coasejod oonténcioso^ad* 
ministra tiros* !'» 

Perteiíece al poder ejecutivo ^púro, 
proveer á la ejecucioii de l&s lejres, por 
medie de reglamentos y órdenes j y aun- 
que la adffiimstraeíon activa espide 
también reglamei^tois y órdenes, los del 
poder ejecutivo, como primordiales y 
generales, se distinguen sustancialfloien*- 
te de ios déla administración, que son 
actod sfecundários y especiales. Las 
ifledidas^géHeralés necesarias para el 
cufflplimien4;odé una-ley; sen propias ai 
ejecutivo puro y setos del poder; los 
reglamentos especiales dé distribución 
de aguas y su uso, conservación deea«- 
minos &c., son actos de la administran^ 
cion, que incumben aun á los agentes 
inférioY^es de esta, en determinadas dé^ 
maroaeiones del territorio; Los regla^^ 
memos del poder ejecutivo puro, sdá* 
m^nle los espiden los agentes superixl^ 
res del podei-y algonás veces solo éi géu 
fedelEstedor^cotí úriO:dfe ms tnis^^ 
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12 
el respectito del ramo, y para todé 
el territorio nacional. 

Establecer impuestos, determinar los 
límites del territorio, arreglar el ejeir- 
cieio de los derechos civiles y políti- 
cos, la posesión de los bienes, la- su« 
cei^ion en. ellos, ios efectos ciWles dé 
lo} conrenios, estableeer penas^ y a* 
«untos genérales de igual importancia, 
no son, objetos de la eonkpetencia^ ni 
del poder ejecutivo, ni del poder ad 
mi ntstratÍTo; solo dellegislativo. Pero 
velar por la seguridad, el <irden y sa» 
iubridad públicas, procurando el cunv* 
plimientó de la constitución y la ejeca¿ 
cioii de las leyes, son cosas propias del 
poder ejecutivo, por medio de reglan 
meatosrgenerales, obligatorios para to-^ 
dos, sin imposición de penas; esto últi- 
mo toea al poder legislativo en el có¿ 
digo: penal^ que debe determinar las 
qúe^deibeii snfirir los infractores dé las 
dbtpicisiéionesr reglameíitariast 

MSi lyiglaiiieiitM del poder ejeciiti« 
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13 
vo jpüro^ qué ellegislativo le ehcarijá 

^para complemento de la ley, ó que el 
mismo ejecutivo espide para que k ley 
tenga sro ejecución, no admiten revisión, 
reclamación ni recurso^ salva esta es- 
cepcion: el -t^ató dé un reglamento 
general, espedido no ptír encargo del 
legislador, sino en uso de las atribucio- 
nes naturales del ejecutivo, que con- 
tenga una disposición especial, que o- 
fénda un interés privado, ó bien aigun 
denecfao; en cuyo caso las partes que- 
josas tienen espedita la vía graciosa, 
ó el recurso contencioso, pues que en 
ambos casos el reglamento pierde el ca- 
rácter de general. El caso de ejecución 
de esos reglamentos generales por los • 
agentes de la administración, que, con 
motivó de ejecutarlos, den lugar á actos 
reclamables por la via graciosa ó por 
el recurso contencioso, aunque las dis- 
posiciones del reglamento en general 
no puedan reclamarse, es Caso de pu- 

! ra adoiinistracioñ, y no escepcion de 

Digitized by LaOOQ IC 



\ 



14 
la regla general, que prohibe r^risáooi^ 
i^eclamacion y recurso contra los re^ 
glametitos generales del poder éjec» 
tivo paro, que no son actos administra^ 

lÍYOS. 



LBoozoxr n. 



Continuando la esposicion de 4os acv 
tos del poder ejecutivo purof ó prófña- 
meBte dicbO) debemos notar, que los tra^^ 
tados celebrados pordicho poder ooa 
otras naciones, no son, mn duda, ni aCf 
tos de ejecución, ni puramenente admif 
nistrativos, sino de soberanía y . sin lu* 
gar á reclamaciones particulares.^ Sa 
ecsistencia, valor, interpretación y a« 
plicacion, en sus relaciones con el de* 
recho internacional y el iateres pá^ 
blico, están fuera del dominio de los 
tribunales, así administrativo^ como ju^ 
dtciales,y dlabrigo de todo recurso 
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^lAicfular; pero^sus efectos^ y ejecacion, 
obrados por los agentes administrati- 
vos, 6on reclarüables en la yia adiDÍnis- 
trati va, ya graciosa, ya contenciosa, ó en 
la judicial^ segnn la materia que se rer* 
se en el debate* La reclamación de 
«na suma de dinero, que, en virtud de 
un tratado público, se hiciera por un 
particular al estado, y cuya cantidad 
pretendiera el tesoro público haber pa« 
gado, s^ia de la jurisdicción de la au-» 
tonpdad administrativa. 

Lasí reclamaciones deben ser gracio- 
sas ó contenciosas, según, respecto del 
primer caso, la pretensión se apoya 
en un simple intere^, ó, respecto del se* 
gundo, en algún derecho primitivo ó 
adquirido. Si un nacional pretende el 
pago de unaobligacion, que quedó por 
el tratado á car^o del gobierno, el a* 
mato será de la administración conten- 
eiosa, caso decidido en el negocio de 
Perret y compañía, por el consejo de 
Francüa, en 3 do Diciembre de 18S3. 
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Soo judiciales las reclainaciones que 
tienen por objeto intereses privados, á 
los cuales iel gobierno es estra^ño; en 
ese caso los tribunales ordinarios tien 
nen no solamente el derechp de apli- 
car los tratados, sjno también de inter- 
pretarlos, como lo hacen con las leyes 
para aplicarlas. 

Trátase de sabeír á cual de dos par- 
ticulares se aplica el beneficio del tra- 
tado^; que dispone que xiertos bienes 
se devuelvan á su9 propietarios, y dos 
disputan la propiedad; entonces la cues- 
tión es puramente civil, ó del orden ju* 
dieial ;y aun cuando el gobierno fuera 
interesado, ó uno de esos propietarios, 
porque se tratara de bienes pertene» 
cientes al dominio del Estado, la cues- 
tión siempre será judicial^ porque el 
Estadp, como propiet¿irio, debe com- 
parecer ante los tribunales civiles co- 
mo los simples particulares. Solo recla- 
ma que su comparecencia se verifique 
9i)ie los tribmial^js de /hacifiQ(|si; pero 
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sucede comunmente, como hoy, que 
los jueces ordinarios d^ lo civil, lo soa 
de hacienda. Mas no es así cuando el 
poder ejecutivo obra como admiaístra* 
dor, y menos cuando representa al Esta- 
do, gobernando en nombre de la unidad 
nacional} y esto ecsige esplicacionea 
que serán posteriores, bastando por á* 
hora habe^ dicho cómo representa en 
calidad de propietario^ cuando se trata 
de apreciar los efectos de los tratados 
eo^ud puedb ser interesado como tal| 
á lo que solo debemos agregar na b^ 
jeioplo^ par^ mayor claridad. Si me* 
diante un tratado y una permuta, la 
nación ha adquirido ciertos bienes; 
pero el tratado qi^ipcla sin efecto y se 
trata de saber si subsiste la permuta^ 
siendo el estado uno de los permutatt<f 
tes, eoij^o propietario de sus bi^nee^ 
la cuestión judicial es del respr)>^ de 
los tribu naks de ese géaero* Papó 
si el gobierno esta iatereiiadoi ; cope 
ladoliiiistrador páblíco y no oomo pma^ 
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18 
pietario, la cuestión será administra- 
tiva; no civil ó judicial. Si por un 
tratado se manda levantar el secues- 
tro de ciertos bienes, y el gobierno 
entiende que en la cláusula respec- 
tiva no está comprendida tal cosa, de 
que ha dispuesto, como suya, por un 
acto administrativo; y esta cosa se 
reclamare por particular, á virtud del 
tratado, la cuestión no es civil; los tri- 
bunales de este género no son compe- 
tentes, luego que el gobierno intervi- 
niere á nombre y en representación 
del estado, como unidad nacional, y con 
tal carácter contesta ó disputa el sen- 
tido que quiere darse al tratado. 

Lo dicho de los tratados públicos se 
entiende también de las convenciones 
diplomáticas y capitulaciones fnilitares*, 
las reglas comunes del derecho civil> 
y aun las del mismo género de la ad- 
ministración activa-^ serían insuficientes 
para resolver las cuestiones á q«e tales 
t^on venios pudieran dar lugar; solo el 
gobierno puede valorizarlas, 

• ' Digitizedby Google 
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Los actos del pode;r ejecutivo que 
se refí^^ren á las relacicmes de la na- 
ción con las potenpias estrangeras^ se 
llaman actos 4e alta política, y no son 
del resorte de la adminístraGion, ni eá 
la vía contenciosa* La razón de esta- 
do y. la salud del pueblo, son la supre- 
ma ley á que se arreglan. Razón de 
estado no es otra cosa^ qcre la urgente 
importancia que en momentos dados 
toma el ínteres general^ sobre el ínte- 
res, y aun sobre el derecho partíca* 
kr. 

El pKHier ejecutivo debe ve^ar pan^ 
que ningún acto de una pot^noia es* 
trangera tenga en la nación su cum- 
plimietttot sino en ^tanto que sea coa- 
forme á la ooi^titncion y á las leyes* 

A él solo, pues, corresponde apreciar 
kl€^pttvenienciad^la;eilltradícioIl cuim- 
do la pida ó se le det^ande; pedirla j6 
rebasarla, Mmcosa^<|iie no pueden dair 
lugar á reclamación; ni recprap,, e^pe^ 
cíalmente si ^se obr^ d^^ uno ú otroymo- 
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20 
éó en virtad de ttatados públícoi?; y 
hiay doble motivo e&toncef» para la ini | 
competenia de la adiniíiidtracion y del i 
podei^ judicial, aao cuando este ée-o* 
ponga á la extradieioB para retener á 
nñ deudor, cuyo larraigo haya pedido 
su acreedor, y éslé así sentenciado. Por 
grande que sea el interés y bueno el 
derecho del acreedor, su reclamación 
debe rechazarla el gobierno, porque en 
este caso ecsiste lo que se llámaf raaon 
ée eétado. 

La extradición debe tener su efee» 
to, una yez acordada por el poder eje- 
i5utivo, también en el caso del que esté 
acusado ante tos tribunales ordinarios^ 
^ue debela sobreseer, hecha la declara*- 
éioo corrtespóndientfe por el poder eje* 
ciitiví^. 

' El acto de espuUion de un estráng^ro 
íuéra del territorio nacional, es propio 
del poderejeci\ti vo; y esta delicada y pe- 
ligrosa atribución del gcíbieriio, puede 
ser desastrosa, llevada a) abuso. Como 
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. no se fmede uf^ar^ sino cuando jel arden 
"^público lo ecaige, de una manera at^solu-» 
í tatnente necesaria, debemos recordar 
que la palabra orden significa armonía, 
GCHisénráciondel eonjanto^ ccmeiértq ni 
niversal. ^ pues el conjunto de las iii$u 
tituciones fundamentales^ que garantí*^ 
zan los derechos de la nación y de loa 
ciudadanos^ y la estabilidad y la armo^ 
nia conservadoras de todos estos dere- 
cbo», rcsigen la e^pulsíon^ solo entices 
se decretará. Pero téngase presente 
que el primer objeto del orden públieo 
es la conserTaoion de las leyes^ ó de las 
fpeglas del derecho y del poden el mna« 
do armemioso del poder y del derechos 
que siempre deben ^^v acmeíiiados y 
nunca desunidos: que este es ^1 orden 
con el que no pueda conciliarse la pre- 
sencia de un estrangero. £nton6es la 
salud pública ecsigirá su espufaéofu^ co- 
mo nina medida. de alta política» 

Administratita Bama el rospetsable 
autor del Hbro que esteac^aimús, esa 
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política, ó esa medida, y tememos que 
esto pueda confundir la idea capital de 
las definiciones y elementos de la cien- 
cia, pues se trata de un acto de gobier- 
no, ó del ejecutivo propiamente dicho, 
y no de la administración activa. 
' Nuestra legislación sobre espulsíon 
de estrangeros, es conforme con la fran^ 
cesa; y es de recomendarse la lectura 
da las leyes de 12 de Marzo de 1828, 
6 de Abril de 1830, y 22 de Febrero 
de 1832» Respecto de estas leyes, so- 
lo debemos notar, que no autorizan mas 
que la espulsion del estrangero: que su 
arresto, decretado por el gobierno, so^ 
lo puede ser el medio indirecto Qoerci- 
tivo, para obligarlo á salir del territo* 
rio; y que cualquiera detención prolon- 
gada, ó que tuviera otro. objeto^ seria 
una detención arbitraria. 

Contra estos. decretos de espulsiou, 
como propios y eaclusivos del poder e- 
jectttivo, no. cabe recurso administrati- 
va Los dichos decretos, y el acto de 
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espuUion, pueden llagar á ser en ciev- 
tos casos un casus helli; y por eso son 
siempre piezas diplomáticas ó de policía 
secreta las que prueban la neoedida^ 
'do la espukion; y e»to escluye la inter^ 
vención de la autoridad administrativa 
graciosa ó contenciosa; idea y formas! 
que adoptamos para evitar la eqaivoca«< 
cien á que puede dar lugar la frase de 
nuestro libro, en este logar, que habla 
de la necesidad en que se pueda en* 
centrar la autoridad administrativa pa- 
ra tomar la medida de la espulsion^ 
Es el gobierno el que espulsa; no la 
administración. 



LECCIÓN XIZ. 



Los oficios, circulares é instruccio- 
nes, venidos del centro de unidad de la 
administración, á los agentes de ella, 
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miuque se refieran á la kní^ma adibioia^ 
tracioQ, no 5on actos administrativos; 
son actos de gobierno^ propios del po« 
der ejecutivo, y no bay coiitra ellos re- 
curso. En ellos no se trata especiaU' 
mente de combinar, en un caso dado> 
los intereses y derechos particulares 
con el interés común; y por lo mismo 
el gobierno que los dicta no administra; 
gobierna. . Pero es preciso que tales 
instrucciones tengan el carácter de gd« . 
neralidad qué distingue al poder eje« 
cutifo de la administración activa; si no 
son generales, sino qUe se refiere á UQ 
negocio especial, pertenecen a la admi- 
nistración activa, y dan lugar á los re* 
cursos de que hablaremos después. 
Estos recursos son de los partícula^ 
res interesados; los agentes de la ad- 
ministración no pueden suspender solo 
por su dictamen, ni las instrucciones 
generales, ni las relativas á negocios 
especiales^ sino obsequiad «tibbas; aua^ 
que piledeD y debeft án formar á su áa- 
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périor inmediato, de las consecaeni^ias 
6 de lo9 resaltadoa que prevean, sególa 
su ciencia y esperiencia, sin suspen* 
der la ejecución, ni proyisionaimefite^ 
• Dos observaciones muy importantes 
deben tenerse presentes. La prime* 
ra, qne las instrucciones ministeriales 
DO importan una decisión que ioopida á 
las partes interesadas usar de sus re** 
cursos ante quien corresponda; pue9 
saliendo del círculo dentro del cual e- 
jeroe su jurisdicción el agente de quién 
dimanan, no pueden tener el carácter 
ó fuerza de cosa juzgada. Así cuando 
el ministro de hacienda espida una ins- 
trucción sobre la manera con que debe 
hacerse el asiento de las cuotas de una 
contribución, y ademas, fija estas indi^ 
vidualmente^ esto no priva á los contri* 
buyentes del recurso de reclamar ante 
quien corresponda las asignaciones que 
crean conformes á las leyes. La se- 
gunda observacicm es: que si las circu^ 
lares é inati^cciones geaertiles no pue*» 

4 
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den ser reclamadas, pueden serlo sin 
duda los términos de su ejecución, si 
son tales que ofendan los intereses ó 
hieran los derechos de alguna persona. 
Nadie puede reclamar la circular en 
que el ministro manda formar el censo; 
pero si, ejecutándose ésta, se dictan me- 
didas que perjudiquen á persona de- 
terminada, esta podrá quejarse contra 
esas especiales medidas de ejecución* 
Los nombramientos de todos los em- 
pleados de la administración pública 
íion también actos reservados al poder 
ejecutivo en los términos fijados por 
las leyes; y, una vez hechos, no pueden 
reclamarse, ni por la corporación á que 
pertenezca el iuncionario nombrado. 
El ministro respectivo solo es respon- 
sable de esos nombramientos, en los 
gobiernos constitucionales, ante el con- 
greso de los diputados de la nación. 
Bien se percibe que esos actos no son 
administrativos; y por lo mismo tampo- 
co susceptibles de recurso, ni de recla- 
mación individual. 
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Hay casos en que optar un grado ó 
un empleo, e» un derecho ya adquirí* 
do; y tienen lugar cuando la ley fija la 
antigüedad y determina los méritos y 
servicios necesarios para obtener el 
grado, ó tiene mandado que los em- 
pleos se provean por rigorosa escala. 
Entonces, el que tenga ese derecho ad- 
quirido puede reclamar por medio del 
recurso cootencioso; y por regla gene- 
ral, hay lugar á este recurso contra to- 
do* los actos del poder ejecutivo, que 
hieran directa ó indirectamente un^e* 
rechp adquirido según las leyes. 

Por regla general también, siempre 
que las leyes ordenen los casos en que 
se pueden dar retiros ó conceder licen- 
cias ó pensiones, á ellas debe estarse en 
la decisión sobre los hechos que se pre- 
senten, reclamados por la via conten- 
ciosa-administrativa; y al contrario, no 
hay lugar á esas reclamaciones acaso 
ni por la vía graciosa, cuando arralar 
todo aqiiello es facultad dii^creeional 
del gobierno. 
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98 
^ Respecto del profesorado, el que so 
ha sometido á las forma» establecidas, 
tiene los requisitos que las leyes éc&i- 
gen, ha sufrido los ecsámenes necesa- 
rios^ obtenido la aprobación y cumpli- 
do todas la^ prescripciones legales, 
puede reclamar por la via contenciosa, 
si el gobierno se niega á instituirlo pro- 
fel»or; pero no pu^d^ hacerlo si la ins- 
titución fuere enteramente libre de par- 
te del gobierno,, según las leyes. 
' Si él nombramiento se hiciere por 
prefirentacion én terna ó sin ella, ó por 
medio de listas mas numerosas y el po- 
der ejecutivo rehusare admitirlas, el de- 
recho de presentar, asi atacado, da al 
ofendido el del recurso contencioso— ad- 
:miaistratiyo. 

Lo tiene también el escribano, cuya 
resideiicia^e cambiara arbitrariamente 
con motivo de la espedicion del^fiat^ que 
comprende régularmmite la designa- 
ción del distrito en que debe ejercer 
su 4>ficio, pues ese cambio, violaría de- 
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jiectios adquiridos, destruyendo diénte- 
las y atacando la propiedad del oíieto; 
pero si el mismo escribano varia volunta- 
riamente de distrito, ya no puede u$ar 
de recurso contra la orden en qu& 
se le mande volver á la residencia 
señalada. Si quisiese sostener que se hn - 
Ua dentro su demarcación, tal cuestión 
seria del dominio de la jurisdicclou cou«- 
tenciosa* ' 

Por regla general, tratándose de 
Dombramientos, todos, aquellos actos 
del poder ejecutivo, que privan al qiu- 
dadapo de un derecho inherente á su 
persona, son reclamables por la via 
contenciosa. Denegarse el gobior 
no á reconocer como válido un cer- 
tificado obtenido conforme á la ley, pa- 
ra acreditar la aptitud para el ejoapleo; 
rehusar la espedicion del despacho» tí- 
tillo ó diploma, después de l^s pruebas 
y íbrünalidades requeridas por las leyes, 
ordenes ó decretos; no admitir la soli- 
citad de sdguno que. «enmeae Lis con- 
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dicioiied prescritas en la convocatoria, 
serian actos que ocasionarian un per- 
juicio real, suficiente para reclamar 
por la via contenciosa. 

La facultad de nombrar, no importa 
siempre la de destituir; y es necesario 
distinguir funciones amovibles, funcio- 
nes inamovibles, y funciones de que re- 
sultan derechos adquiridos. 

Las primeras son administrativa s^ co- 
mo las de los ministros, procuradores 
generales, prefectos, subprefectos, y 
demás agentes principales directos y 
ausiliares de la administración; y lo 
mismo debe decirse de los institutores 
primarios, médicos cirujanos y farma- 
céuticos de los hospitales y casas de be- 
neficencia; geómetras é ingenieros de- 
signados para el servicio de las obras 
públicas. La destitución en todos es- 
tos casos, es propia del agente del po- 
der ejecutivo que hace el nombramien- 
to, sin lugar á debate alguno contencio- 
so* administrativo. Pera es preciso en- 
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tender que ésto se refiere á las fun- 
ciones de profesor, cuando de ellos 
seAirate, de tal casa ó establecimiento; 
no al grado y cualidad de profesor, pues 
el retiro del diploma en este segundo 
sentido, da lagar al recurso contencioso. 

El que puede revocar ó destituir, 
puede con mayor razón suspender tem- 
poralmente de sus funciones á los agen- 
tes que le están subordinados, sin lugar 
á recurso. 

Hay ciertos servicios públicos, que 
por su naturaleza ecsigen la inamovi- 
lidad de los funcionarios que los ^re^* 
tan, como los de los magistrados y jue- 
ces, los individuos del tribunal de cuen- 
tas, los profesores de las cátedras, ios 
oficiales militares de mar y tierra y o- 
tros. Estos, no pueden ser destituidos 
ni retirados por el poder ejecutivo, sino 
en la forma indicada por la ley; y el 
decreto del gobierno que violara esa 
forma, hiriendo el derecho de lainamo- 
vilidad, daría lugar al debate conten- 
cioso-administrativo. 
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Ni indirectamente puede el gobierna 
herir ese derecho, como si^ ¡"espetando 
el carácter dé juez ó profesor, triiÉa' 
dará á su voluntad de un tribunal á o^ 
tro, ó de uno á otro lugar, á los reres'^ 
tidos de tal carácter; porque ser juez 
ó profesor^ no conskte solamente ea 
una aptif od ts^ é indefinida para ad« 
ministrar justicia, ó para ejercer el 
prefósorado, sino en ser de por vida, 
salvos los casos de renuncia ó formal 
deposición, miembro de tal corté, dé 
tal tribunal, de tal juzgado, do tal fa- 
cultad. Las traslaciones arbitrarias, 
pues, son reclamablcii por la via con- 
tenciosa. 

• Solo el poder legislativo puede su- 
primir tribunales j con ellos á los ma« 
gistrados inamovibles; lo mismo quede- 
be decirse de las demás funcidnes j los 
demás funcionarios inamovibles tam«- 
bien; j ni el poder legislativo podría en 
un gobierno constitúciotaal^ dividido! 
loi poderes^ violar directa ni ihdiréc- 
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iamente una ÍQ^movilídad establecida 
porlaconstílucion, ni menos todo un 
tribunal así estable cido^ sino refor» 
mando la constitución, mediante las for- 
mas establecidas por ella misma. 

Fácil seria demostrar, que los magis- 
trados del orden judicial y los profeso- 
res de alguna facultad científica en los 
colegios públicos, son tan inamovibles 
lobunos como los otros. ^£1 profesorado 
dice Ahrens, investido de la alta ma- 
gistratura de la inteligencia, que tiene 
la mi$ion,de dar á conocer la verdad sin 
un doble objeto, sin consideraciones de 
personas ni de partidos, presenta una 
analogía sensible con la magistratura ju- 
rídica, establecida para el ejercicio in- 
depeitdiente de la justicia.'^ Baste saber 
que la independencia y dignidad del pro- 
fesorado, nó son compatibles con la facul- 
tad otorgada al gobierno para destituir 
profesores á su arbitrio, ni directani in- 
directamente» ó suprimiendo cátedras; 
la ley sola debe arreglarla enseñanza; la 

.5 ' 
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destitución, ó la supresión en su caso, 

pueden ser reclamadas en la via conten- 
ciosa. En los casos en que un emplea- 
do inamovible, reclame contra el Sic- 
to de su destitución, la discusión debe 
versar, no sobre los méritos que haya 
habido para decretarla, ^pties esto de- 
be quedar ajuicio del ejecutivo, sino 
fínicamente sobre si sé han observado 
as formalidades que las leyes tengan 
establecidas. Asi los pritttiipios que 
garanticen^ la seguridad de ios em]i)ea< I 
dos, poniéndolos ál abrigo de una des- 
titución arbitraria, y lá libertad del go- 
bierno para pbder usar de la ^rm a ter- 
rible dé la 'destitución, con cdyo ama- 
.go conserva á los^ empleados enia' ob- 
servancia (de sus obligaciones, quedan 
coticiliados en k)' posible. 
. llay profesiones, que, sin séi* eitípleús, 
la buena administra ói6n ecsige, que no 
. puedan ejercerse, pino mediante ti*a 
patente ó concesión; /estas tfa))iieídtín 
ser Vé tiradas siiío en los casoí(|JíáTÍstt)s 
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p^or las lejes. El recurso á la vía cpn« 
teDcioao-administrativa tíone lugar en 
el, ^^90. para remediar los agravios. 

Todos los agentes del poder ejecuti- 
vo se bollan, sujetos á los actos de dis- 
cipUnst» que el gobierno dpbe ejercer 
sobre ellos; y esa disciplina es admini^* 
tratiy<a^ i^Uitar ó.judipialj, según se ejer- 
3»i ea loi^ empleados de la adpiinistra- 
(^íqq» ya ep ios militares, ya en los fun- 
cionarios del orden judicial. 

J9ín^ndo á un ageqte amovible^ esos 
actos están al abrigo de todo recurso; 
ofe&diendo la ittamovilidad ó la propio* 
dad de los cargos, ó de las patentes, 
pueden s^r ^tajeados por medio del re- 
curro., contenciqso; pero este recurso 
QO pvf^e appy^fse eij otro nM)tivo, ni 
fund^ra^ en otro méritdr, que en la yio^ 
lacíoA de la )^^ ó pn el abuso del poder. 

i^ntabl^do ^l ¡recuf 90, el debate ad- 
.ministratiyo ijo \^etjí(^rk ma« objeto que 
averJjgaar si en el acto disciplinar, se 
Üian infringido las leyes, ó ha babido es* 
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ceso de poder. El mérito iotrinseco 
que haya habido para aplicar la pena, 
no se debate ni se califica por el tribu* 
nal administrativo. 

: Caahdo la ley ha encomendado á- los 
tribunales jadiciales la imposición de las 
penas en caso de disciplina administra- 
tiva> no hay lugar ál rectirso contencio-* 
so ante la autoridad administrativa, st 
bien puede quedar espedito el conocí* 
miento gracioso. 

Todos los actos espresados^ son ids 
propios del poder ejecutivo, propia^ 
mente dicho; todos ellos empeñan la 
responsabilidad de los ministros; y aun» 
que no den lugar siempre al recurso 
por la via contencioso^administratira, 
queda siempre expedita la acción indi<> 
vidual para hacer calificar y efectuar 
la responsabilidad de los mismos minis- 
tros ante el congreso de la nación, en 
los países gobernados por poderes pú- 
blicos^divididos en ejecutivo, legislativo 
y judicial 
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LBOOZONZir. 

Para comprender claramente la dis» 
tíncion que hay entre el poder ejecuti 
va y la adminístracipn actira» precisa 
esí xio olvidar que el poder ejecutivo ca- 
ai bnitca se ocupa de los individuos 
coasiderados separadamente^ sioo en 
cuanto les comprenden en común las 
cHiposiciones generales de aquel poder; 
mientras que la administración activa 
aplica siempre el interés general á una 
acción individual encases especiales» 

Para dar á cada uno.de los atributos 
de la administración activa un carácter 
distinto y propio, la dividimos en po- 
der gracioso, y poder contencioso^ se- 
gún afectarc^a álos intefeses, ya á 
los derechos de los individuos* En el 
primer caso la administración obr^ y 
razona, para ilustrarse y determinar 
lo notas conveniente á los intereses ge- 
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nerales; en el segundo, averigua, juzga 
y decide, combinando el interés gene- 
ral con el derecho de cada uno, ó sa- 
crificando este derecho, si asi fuere in- 
dispensable. 

Las palabras, interés y derecho en 
él sentido de la ciencia que esponemos^ 
son la llave de la competencia admiiiis 
trativa, y comprenden toda la doctiína 
sobre lo gracioso y contencioso; con «a 
ausilio pueden resolverse todas la» áu 
ficultades no decididas por la ley« 

Cuando la ley resuelve alguna, lü 
ciencia calla, y la competencia está de- 
cidida, aunque sea por vía de escep^ 
cion respecto de los principios de la 
ciencia, que se apoyan sobre la teóriía 
del interés ó del derecha 

L^ palabra interés, no la recibe la 
ciencia del derecho admini&tratívo eo 
el sentido en q«e la toma la del der«^ 
cho civil, interés, para esta últím» 
ciencia, es derecho; y en laprimerji b^y 
interés ctialido no kay idefiecho; {nu^b 
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se llama itoteres á aquella. veDtaja; co- 
modidad ó conveniencia, que puede sa- 
car alguno de una medida administrati- 
ira, por via de gracia ó fiívor, que quie- 
re obtener pava su particular otiUdad; 
ventajas que olaramente se percibe que 
la administración puede rehosar ski 
motivo de queja, ó sin h^ar ardet)a(e 
en lo contencioso. 

La palabra derecho^nortiene mentido 
' especial en la ciencia admÍDÍstrativa;:pe- 
roí haCe edttí una distinción entre el deve- 
ého propiamente dicho, ó primitivo, y el 
adquirido. Aquel es el inherente' á la 
' cualidad de propretaríade^una coaa raSz, 
•muéWe, corporal óincorporal, ó á;la 
'cualidad de natural ó ciudadano* 

Es prohibido tocat* a ios derechos de 
los^acionalesá dÍ3crecion;>si se toc^Pies 
preciso un debate^ es^debida uñar defen- 
sa; eskrdi^eiHeable' el requrso^iionten- 
cioso;^y ^<i(ído '^i;eto adurínistratíro que 
-hé destruya. Modifique ó altere, t»£t re- 
"^cliifmáble por^4a (Tíb p<iát6ttciosa. 
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' Derecho adquirido^ es «I ic)^e nace de 
tos actfs administrativos puramente 
discrecionales. Según los pnacipio^ 
del derecho natural, y los de, la lógi- 
y el mas universal criterio^ no se puede 
dt^r y no dar, ó dar, reteniendo al mis« 
mo tiempo; dar y retener no vale, di- 
ée )a ciencia; y se sigue de aquí, que 
las graciosas concesiones de la admi- 
mstracton son propiedad adquirida del 
que una vez las obtuvo: nuevo derecho 
nacido de la concesión: derecho adquf^ 
ridGf,tan respetable como el primitivo. 

£sos derechos adquiridos, nacidas 
de un acto administrativo, deben coa 
frecuencia necesitar de una interpre- 
tación ó de una aplicación, que no podría 
competir á los tribunales civiles, sin 
cooffinclír 6 suprimir la división d^ 
poderes; pero esto es salvas las es- 
cepeiones que la ley establezca. 

Es regla general que la violación de 
UD derecho, de una ú otra especie de 
los espresádos^ produce un recurso 
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contencioso, y qae no lo produce ia o« . 
íonsa de an interés no obsequiado; mas^ 
la ley puede modificar esta regla, alla- 
nando ciertas dificultades de la ciencia 
adiñinistrativa, por medio de la dero- 
gación de SUS: principios en ciertos ca- 
sos^ y de la consagración de escepcio- 
lies legales. La ley, pues, prohibirá 
cuando convenga el recurso contencio*^ 
so, en el caso de la violación de un de* 
recho, y lo permitirá en el de la ofensa 
de algún ínteres 

i Por razones de estado, ó estraordi- 
Barias, la sepiaracion de los poderes 
jadicial y administrativo^ esta sujeta 
en su aplicación á ciertas escepciones, 
que la ley es la única que pu^de hacer, 
volviendo administrativa una materia 
esencialmente judicial. La absoluta 
uniformidad de la ciencia, y la absoluta 
uafformidad de la legislación, no pue^ 
den satisfacer las necesidades socialeai, 
y es preciso que cedan a estas. \'^.. 
. Si la ley es la única que puede der 
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clarar administrativa ó judicial una 
cuestión que no lo es según la ciencia, 
DO hay, sin embargo, inconveniente 
e» que el poder ejecutivo acuerde la 
garantía de la discusión pública á siln* 
pies intereses, sobre los que podía de- 
cidir por la via graciosa; pero al con- 
trario, una orden ó decreto del ejeeu- 
ttvo, que declare ó decida como gracio*- 
ga, lina cuestión por su naturaleza con^ 
tenciosa, no impedirán en manera al« 
guna el recurso contencioso, 

Ecsaminemos ahora las atribuciones 
de la administración activa, como lo 
hemos hecho con los actos de) podi^r 
ejecutivo, propiamente dicho. Los 
profesores de derecho administrativo, 
distinguen unif<>rnfiemente, en cuauto 
al fondo, el poder gracioso del conten* 
cioso; pero al primero lo* lldman con 
variedad,' arbitrario, discrecional; gm- 
cioso, llamando á la administración res- 
pectiva, pufa, activa, voluntaria, y á las 
materias relativas y actos también re- 
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laáiroa púrainente administrativas, pu- 
ramente administratiros} y.Ia ^cienciai 
en fia, oomo tanftpoco la legislación re- 
latiya^no han fijado su propio lenguage» 

Procuraremos asar el mas propio j 
emcto, cnidando de esplicar el sentido 
eo q«ie tomamios las palabras. ^ 
. ::La administración para nosotros, sin 
dei:mte a contienda^ ó con eHos^ es 
úampre actiya, j se divide en graciosa 
ó Toluntaria^ y contenciosa, según se 
ocupa solo de un interés, y particalar^ 
d discute el interés común e^ contaC'^ 
to, no con algún interés, sino con algua 
derecho privado. 

£1 signo característico de la calidad 
de graciosa ó de las respectivas atríi 
buciones de ese género, es el interés 
ofendido; y sin debate ó contienda sesák 
orifica el mas grande interés particu^ 
lar al ínteres generaL 

Solo al derecho se satisface diseu- 
tioidolo; y he aquí los casos de lo cont 
tenoios0?^administrativo,j6 d^ la admi^ 
nistracion contenciosa. 
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- Nanea debe tocar la graoima á «tt 
derecho primitivo ó adquirido. 
• Hay concesiones del todo, vokmta^ 
ríaB; y otra nueva en contrario/ no Mt 
entiende que afecta á un derecho^ si* 
Ao todavía y solamente á un inten»} 
como en ei caso de un impresor á 
quien sé ciMicede, únicamente por k^ 
ñor, el privilegio de hacer las impresio» 
ñes del gobierno, cuyo interés ^bse^ 
quiado puede ser perjudicado por oon^ 
cesión en contrario, de una manara fm> 
rameóte administrativa, ó por la adini* 
nistracion graciosa 

Por regla general deben las leye» 
consagrar la libertad de profesión é in- 
dustria; y, por via de escepcion, las res« 
tricciones de esa libertad, según lo ec« 
sija la utilidad general, sin pérjuicioi 
en cuanto posible fuere, del derecho ó 
libertad de todas. Estableciéndosei 
pues, la necesidad de tomar patente*» pa- 
r^ el ejercicio de ciertas profesiones, y 
quedando al arbitrio del ejecutivo fif 

Digitized by LaOOQ IC 



,)ar el númem de aquellas, si sobre éí 
número admite superDumerarios, este 
acto no hiere derecho algnuo de Iq» del 
aémero; y por mas interés que tengan 
en la limitación de concesiones, no puor 
dea reclamarla por la via contencioft^ 
Esas concesiones ó aolorizaciones» 
por regla general, corresponden ala 
administración graciosa; pero las acor^ 
dadas por el poder legislatiTp, ó'por el 
e|ecati¥0, en virtud de delegación de 
aqiielr bo admiten recurso, porque no 
lo hay contra la ley; no por ser de ad- 
ministración graciosa. Fuera de estos 
easos y del en que la autorización en- 
vuelva un privilegio esclusivo, las conr 
cesiones que hace la administración pa- 
ra levantar un puente, abrir un canal^ 
estjablecer un camino de hierro, aunque 
causen grave, perjuicio a los concesión 
narios de otros puentes, canales y ca- 
minos, no dan lugar á recursos conten^ 
eiosos; porque esas nuevas concesiones 
solo hieren un interés de aquellos anti- 
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guos concei!Íondrío&;^ no tm deracl^, al 
que solamente se satisface disctitién* 
dolo^ ó admitiéndolo á la vía coBteaciof 
sa. La razón es la siguiente: las , etrn^ 
cesiones que se hacen, no pueden nun« 
ca eudgenar el derecho de hacer oirá 
nueva, inhorenie á la administración e- 
i^ncialmente. Losjconcesionarios, pnwk 
deben con^ide^ar que sus autorización 
nes llevan consigo la necesaria y absoltt> 
ta condición de que el poder ejecutifo 
podrá conceder otras nuevas, i^eAipre 
que así loecsija la buena dirección de ia 
publica viabilidad, bien entendido que 
la facultad de promoverla y dirigirla, a» 
se pttede enagenar á un particuiar. 

3i la concesión lleva además privile- 
gio esclusivo, la cuestión sobre si se ha 
ó no otorgado este privilegióles de la 
competencia de la autoridad adminis^ 
tratiya; y si esta declara que el conoe- 
i^onario perjudicado en su privilegio 
por otr^ concesión, sufre daños perpe- 
tí4O09 el caso es de espropiacion por cau* 
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M de púbKoa utilidad, y la indemniza* 
cinn debe fijarla la autoridad que la ley 
designe; si se declara que los dañossón 
temporales, el derecho perjudicado; 
ji'Mi declarado, debe ser discutido por 
k administración contenciosa. 

A 1 principio del ínteres herido están 
ttttiibieii subordinados los actos de la aii- 
tMidad mperi(»r, q^'ie deniegan la apro*> 
bacion ú homologación de ciertos actos 
a)dmÍQÍstratí?os9 que importan concesión 
ó adjudicación, y para ¿uya perfección 
se D6cedita que «^eauaprobado^ previa^ 
mente* La razón es clara: un acto im- 
perfecto, no puede dar un derecho: no 
hay un derecho cuando no está perfecto 
y consumado el acto de que ha de ema- 
nar. 

• Así es que rerificado un remate, f 
Qega»do el gobierno su aprobación; 
admitiendo postura del que ofrece mai^ 
peto pendiente aún la aprobación del 
contrato, y reclamando indemoizmciotí 
et^ primer Ikvtante, que por sq parte 
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comenzó á ejecaiar el contrato &o á- 
probado; y habiendo otro postor sin a* 
foonrr, oingunade los tres tiene derecki 
para quejarse de lesión, porque no ha|r 
derechos consumados antes de que ,y<- 
na adjudicación sea aprobada, ni d«fe» 
cho alfl^uno á hacer aceptar poí^ra 
sin abono; había intereses heridos, mal 
estos no ítindan recursos pata abirír 
la via contenciosa. 

La adjudicación, una vez aprobada, 
constituye sin duda un derecho adqiii^ 
rido en favor del licitante en quien fia- 
^ó el remate aprobado; |[)ero los de- 
mas postores no obsequiados, no pue- 
den reclamar aquella aprobación, que 
es un acto de administración gtraciosa, 
«alvo el caso de haberse faltado á las 
íbrmalidades legales; el ésceso de po- 
der es entonces el que füoda únicas 
mente el recurso contencioso. 

La aprobación del supremo gobiei^ 
DO en los remates de bien^ n^cioaali^ 
68 un |>f incipio de . admiaiátracioiQ He- 
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conocido; ,sÍD aquella, estos son unios, 
aunque ios practique la autoridad ju- 
dicisr}^ y así se observaba en México 
aun antes de la ley yigente sobre la 
admipi^tracion graciosa y lo coniencio'- 
soh^ádminiátratiro, como ocurrió desde 
184S en lá adjudicación y almoneda 
publica de bienes raices pertenécieix- 
tes al banco nacional, practicadas a- 
queUas por el juez de Sombrerete, úo 
obstante que lo era de hacienda,, ha- 
hiéndoB0 declarado nula la adjudica- 
ción por el suprema gobierno, por fal- 
ta de conocimiento de la tesorería ge- 
neral, por no habér^infei venido la dicha 
aprobación. También la ley de 1 f dé 
Abril de 1837 coasagfa principios a- 
nalogos respecto de compras hechas 
por el erario, y actas de almoneda res* 
pectiras, de las qué según la dicíra ley 
debe darse cuenta al supremo gobier- 
no, siempre que el precio pase de qui- 
nientos pesos. Al número de los casos' 
de simple interés herido pertenece la 

7 
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prohibición de vender remedios secre- 
tos, lo que no puede hacerse sin pre- 
via autorización; antes de ella, no hay 
derecho en que poder ajpoyar recursos 
contra la • prohibición. 

Por regla general, los actos de la ad* 
ministracion que directa^ prócsima ó 
remotamente, puedan disminuir el va- 
lor intrinsecojde una propiedad, sin cau- 
sar un daño material no pueden ser 
contenciosos. Si lo fueran, se enerva- 
ría la administración, hasta hacerse del 
todo ineficaz* 

No puede justificarse, por ejemplo, 
que porque bajan los arrendamientos 
de las casas de una plazuela donde el 
gobierno juzgó conveniente trasladar 
las ejecuciones de muerte, en razón de 
no haber muchos que quieran vivir en 
esos lugares^ sea reclamable una pro- 
videncia semejante por la via conten- 
ciosa. Mucho ínteres puede haber en 
que subsista en cierto lugar una fuen- 
te pública; pero el acto adminiatrati- 
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vó que á Otro lugat la traslade, no cau- 
sa lesión á un derecho, de modo que 
haya lugar á lo contencioso; y hablando 
én general, siendo raro, y casi ningu* 
no el caso en que un acto administra- 
tivo no hiera un interés, todos sus actos 
serian reclamables y embarazados, si 
diéramos lugar á la confusión del inte- 
rés con el derecho, é iguales recursos 
al derecho y al interés. Hay casos en 
que el interés es tan vital, que se debe 
considerar como un derecho; y enton- 
ees, herido, hay lugar al recurso con- 
tencioso^ Tales son los casos de ec- 
sistencia de talleres insalubres é incó- 
modos. En Francia se considera el 
interés de hacerlos cerrar como un 
derecho, y se puede usar aun contra 
el gobierno que quiere establecer un 
taller de igual naturaleza, ú otros mas 
peligrosos y perjudiciales, como una 
fóbrica de pólvora dentro de la ciudad. 
. Si la conveniencia ó la necesidad 
pública fuesen tales que ecsigiesen el 
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^^tablecimiento <Je Uleafábricaii áeu- 
tro de poblado, los vecipos^podrian por 
lo monos reclamar uoa indemnización 
por daños evantuaJe», cnya liquidación 
de}>e resorvarse á la admimstracioo. 
Las svs^ricíones paj^ti^ularea con 
que sé ausilía á la nación^ departa- 
mentó, distrito ó municipio, para alivio 
de los desgraciados, para levaptar mo- 
numentos ó construir obr^ públicass 
deben ser distrib9ida8 por la adminisr 
tracion graciosa, que ^e onUondo Jio 
haberla9 aceptado, sino con esta con^ 
dicioit« Los susaritores es claro q«6 
han querida ayudar; no embara;(ar á 
la admíp istracion, ni susti tirria. Solo 
tienen derecho de ecsigir que laa ao« 
mas ofrecidas se apliqv^n al objetiva 
que las haQ destinada^ sus r^clamiaiGio- 
nea en ;^e sentido dan lugar al recui^ 
so Qontenciosa Si s^ trata del mwi- 
c¿pio, los^dUiiCritare^ pueden recUixwr 
^n el mismo sentido, ante el gobierno, 
<|^Q debe impedidla diversa aplicación, 
sin necesidad de contienda. 
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No eon^firvaa los suscritor es dere^ 
cho individual de propiedad á la obra 
construida» solo por haber Gontribuidó 
á ella« Es claro que pasan esas obras 
al dominio público; salto el caso dto u* 
na reserFa^ ó pacto espreso. 

Si alguno dejase en su testamento 
un legado» para que precisamente se. 
cHmstrnyese una obra pública determi- 
nada, Y* gr« una fuente, ó se invirtiese de*» 
terminad^mente en algún gasto públi* 
OQ, T. gr. la pública testruccion; los 
herederos del te^ad^r .tendrían un de* 
reQlio de pedir y vigilar que. la man^ 
sé cumpliese; y las dificultades, que 
sobre esto se suscitaran» señan del 
dominio de la antori^ul contenctmor 
atdministrativa. 

Lios peünoisos y tolerancins de k ad* 
minjiítraciott, no oonatitiiyen dereeJio 
ed^«mo de reelamnr su continuación' 
pcn? parte de los favorecidos; eUa es 
un poder benéívolo y pcoteotnr qm> 
pennitiendó y'tol^rando, pu e de retñnaf 
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%wi iperxtíi'dó^ y cesar de ' toferaí J ¡^^^^ 
dera gfíítíáéw intereséis ba^iéiidt)io ási^ 
mas en bacerio ño hiere niogeii dere- 
eho. Si no fuera así^ estaria en el ca- 
so de no conceder nunca permisos j 
de no tolerar cosa alguna, pues enCat*-^ 
gada de los intereses generales, los su- 
puestos derechos, que uegamos, tenien* 
do ese carácter sapumle, serían an 
obstáculo para que la administración 
cumpliera aquel sagrado deber. 

El que obtiene permiso para edificar 
en cierto lugar, mientras se dispone 
de él para una obra pública, como 
camino ó mercado, debe sufrir la des- 
tiruecion del edificio, sin recurso, cuau' 
do llegue el caso; pero si no ' hubo a- 
quella reserva del lugar para alguna 
obra pública, al ecsigir esta la pública 
utilidad, el dueño del edificio sufrirá 
la espropiacion, previa indemnización. 

Todos estos ejemplos se consignan 
aquí para ayudar á'la inteligencia dé 
la r^gla general del simple ínteres he- 
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rídpf y aun convendría multiplicarlas^ 
para ocurrir al remedio que e^ necesa- 
rio poner al mal que el sutil ingenio del 
interés particular, tan hábil para dis^ 
frazarse, causaría á la administración 
pública, aparentando ser un derectioi 



LEOCzo»r V. 



La facultad do la autoridad adminis^ 
trativa para acordar ó rehusar ciertos 
perjxxisos, debe* ser dirigida j limitada 
por el iniei'es pública. Aquella auto- 
ridad otoi^$ concesiones, favores, ó in* 
demnizaciones, gratificacioi^s . ú otras 
gracias semejantes. 

JLa oonpesion es un permiso perpe*^ 
tuo ó temporal, acordado al ejercicio 
de ci^rjtos derechos ó facultades, cuyo 
goce estabaantes prohibido. Por m^ 
dio de ld4 coneeaiones^ la^^ cwa propia 
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» puede BpUcár á algHii objeto á qué 
el propieiario fio podría dedftnai^la i^io 
préfia automación; por el Diignio Aé^ 
ákk ae puede tograr la ádjadiOacitotí d^ 
ka empresa de públieod^^ t^bajos á mi 
particular, que bajo éiertasi6ofidteioiie« 
es sustituido á loa derechos del estado. 
En el caso d^ apfícaCTOn, la propiedad 
aplicada permanece propiedad parti- 
cular; en elcáso de adjudicacioii^ el tra- 
bajo ó la obra son del dominio público, 
aunque bajo de cierto aspecto hayan 
wfridá nna apropiación pr irada en al* 
gutiea caaes} pues hay ciertos trabajos 
páblicod «jeciitabkfi^ por empresarite» 
paiifcularsa, que n& adquieren sol^é» a- 
qineUos á^eck^ a%uno ni temporal. 
Para. intelígiBaiota de esto^ áeBCénéu- 
á los casos particulares. Bt^<|iie de su 
casft quiere kactr, srptíeáudota á^r^eb- 
jeto, taller insalubiíé^ ó iac6íi»)d:o-, tiene 
4^e sujetarse á los feglam^entos retbt^ 
¥oaá estos, talleres^y que obtener uttó 
autoríoacdni;; y^ h^icbúr to^^l ée^o de 
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(a casa cantínúa siéndolo y también del 
talleF. Por el co&trario, el empresario 
deoQ camino de hierro, que logra que 
se le adjudique ta empresa de su esta« 
bleeimieoto, haciendo los gastos que do 
puede hacer la admifiístraeion pobUca, 
ata que toca hacer la^ obras de viabili- 
dadf si obtiene por indemnización ó pre- 
cio el peage de determinado número de 
años, no por eso la obra deja de ser del 
dominio público, sujeto solo á esta carga 
temporal Si la adjudicación sé hace sin 
reservar al empresario derecho alguno 
temporal ni perpetuo en el camino; por 
ejemplo, pagándole con ecehibícioiies 
anuales de parte del capital empleado 
y su renta, sin especie alguna de hipo*" 
t^ea, entonces la concesión no importa 
tampoco apropiación alguna privada, y 
el éominiapábHíco del camino é^ del 
todo libre. 

Jjiata facultad de hacer concésioiies 
de la especia de aquellas de que Jáaee 
un derecho, que violado da lugar á to 

8 
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CQDteDciosQ, ecaige mucho dicernimieii* 
tó, equidad, rectitud, y una larga espe- 
rieacia dé esta dificil parte de la admi- 
uistracioD. 

Las circunstaDciqs de los solicHau- 
,tes, lo9 medios apropiados con que 
cuentan para llevar á cabo la empre- 
sa, süi utilidad y conreniencia, son pun^ 
tos difíciles y delicados que ponen á 
prueba el bueo tacto de una adminis- 
tración. 

Las aguas, las minas, y la desecación 
denlos pantanos, dan lugar á frecuentes 
concesiones. 

Las aguas corrientes, llamadas ríos, ya 
navegables ó siquiera flotables por me- 
dio de balsas, son del dominio público, y 
están sometidas á la administración; na- 
die pu^de adquirir en ellas propiedad, 
ni seuvirée de ellas sin una concesión 
particular. Estas concesión es crean de* 
rechos de que nadie puede ser despo- 
jado, sino por medida de orden públí- 
jco, ecsigiéndolo la utilidad general, 
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ante la qae la administración debe ha- 
cer que cedan los intereses, y á, veces 
aun los derechos i le los particulares* 

Corresponde esclusivamente á la ad- 
ministración graciosa otorgar las auto- 
rizaciones para establecer un ingenio, 
molino ú obras semejante?, ya sea con 
condiciones ó sin ellas; y para lo que tie- 
ne relacioni con el provecho ó el uso 
de las aguas de ríos navegables, flota- 
bles, ó simplemente corrientes. Solo 
á eHa corresponde también la facul- 
tad de practicar ó permitir que se 
practique una toma de agua en un* rio 
navegable 6 flotable. 

Los estanques que se forman con a- 
gdas de fuentes que nacen en los fun- 
dos propios ó con las de las lluvias, no 
necesitan previa autorización; pero se 
esceptua de esta regla el caso de que 
por ser muy grandes, ó por otro moti^ 
vo, afecten la pública salubridad. No 
se puede, sin autorización, llevar á un 
estanque las aguas de algún rio, inter^ 
ceptándolo por medio de diques. 
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La gitnplé toma de agua, sin el liso 
de diques ni compuertas, tratándose 
de rios navegables ó de canales per* 
tenecientes al Estado, necesitaría de 
una autorízacion graciosa, que seríat 
en todo tiempo revocable. 

Respecto al uso de rios no navega^ 
bles, la ley puede consagrar en fayor 
de losi propietarios de la ribera, el de- 
recho de aprovecharse de ellos, sin 
necesidad de predas especiales auto* 
rizactones; pero no á su arbitrio sino 
sujetos á reglamentos convenientes pa- 
ra bien de la paz, la agricultura y la in** 
dustría. 

No debe olvidarse que el que pide 
una concesión á la administración, pi- 
de lo que no tiene; y que tampoco tie- 
ne derecho de alcanzarla. Es, pues, 
un favor el que pide, y el acto admi-* 
nistrativo que lo concede^ es por el to^ 
do un favor, una gracia. La admtnis* 
traüioQ encargada de pesar el interés 
geneial en relación con los iaÉeisMs 
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iiKÍividaaIes,coaiido nt^a la concesioD 
en íavor del interés general, no hiere, 
por tanto, derecho alguno;^-iii hay, en 
consecuencia, recargo contencioso con^ 
tra la denegación. 

Pudiendo ser esta absoluta,- y sin re- 
curso, puede hacerse la concesión con- 
dicional, sin recurso contra la condi* 
cion. 

ICnire las condiciones que establece 
la administración, una de ellas puede 
ser la de demoler la obra permitida^ 
cuando así lo ecsija ia utilidad públi- 
ca; y aunque no hay recurso contra 
esta condición, llegado el caso de ella 
á juicio de la administración, el conce* 
sionario puede usar del recurso con- 
tencioso, y tiene el dereclto de debatir 
por esa via la cuestión de si ecsiste ó 
no la utilidad general. Cláusula tan 
onerosa como la demolición en ese ca- 
so, es justicia que deba discutirse^ entre> 
otras razones, por la de haber en el ca« 
so un derecho adquirido de que la o^ 
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bra solo so demuela, siendocierto que 
lo ecsija la utilidad generaL 

Ingenios, fábricas ú obras, no se pue- 
den construir sin autorización, y las que 
sin ella se construyan, no tienen ec- 
sistencia 4egal; la administración pue- 
de destruirlas y contra la orden res- 
pectiva no hay recurso; pero si el in- 
teresado quiere sostener que tiene al- 
guna especie de autorización, el deba^ 
te sobre este punto procede bien, y 
para ese efecto el recurso es admisi- 
ble. El dueáo de un ingenio ú obra se- 
mejante autorizada, puede repararla sin 
nueva autorización; pero no modificar- 
la, aumentarla, desnaturalizarla, cam- 
biando, v. gr., las tomas de agua, ó prac- 
tioando otros actos que no estén com- 
prendidos en la autofizacion. La ne« 
gativa de una nueva en estos últimos 
casos, no da lugar al recurso conten- 
cioso contra la administración gracio* 
sa, que no juzga conveniente otorgar 
otra gracia* 
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Aun en el caso de plena destrucción 
de una obra autorizada, siendo repen- 
tina, causada por fuerza mayor, como 
inandacion ó incendio, sin eulpa del 
dueño, &e|puede reedificar, limitándose 
á los términos de la primitiya conce- 
sioo, sin necesidad de nueva autoriza- 
ción. 

Abandonado por largo tiempo el u- 
so de la obra, la administración puede 
retirar la concesíoD, que lleva siempre 
implícita la condición esencial de usar 
de ella; pero hay lugar al debate so- 
bre la cuestión de si se está en el ca- 
so del abandono, ó derecho al recurso 
contencioso; porque hay derecho ad^ 
quirido de aprovecharse de la conce- 
sión mientras se cumple la condición; 
y esto es lo que se va á cuestionar, si 
está cumplida ó no« 

La utilidad pública ecsige que las 
riquezas minerales del suelo se espío - 
ten y aprovechen^ y que su interesante 
y difícil laborío se haga de la mane* 
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ra mas prorechosav y del modo tHas 
propio para evitar Ito peligros que 
gurgea de esas esplotacioites; por todo 
)o que la^administracton debe interve- 
nir en las concesiooes de las minas. 

El carácter de las foitcioflies admi- 
iiÍ3trativaSi|. graciosafi y contenciosas, 
en esta clase de concesiones, lo deeta*» 
ra y fija el conocimiento de' los prin- 
eipios dominantes relatiyos á la pro^ 
piedad del suelo, . 
, El derecho romano a»tíguo, consi- 
df^aba las minas como partes inte^ 
grantes de los fondos en que se eucon^ 
traban^ y á los dueños de ellos recooo^ 
cia propietarios de ks noáiías* L. 7, 
Si vis^ tít 3. ^ , lib. 24 del Digestor 

El mismo derecho, b^e^o losempera-^ 
dores, m^odifícado por cazones de inle* 
res social, conúderó las minas de me* 
tales preci08<^ comK> objeto de dere* 
cho público; peno los emperadores no 
concedian la.faeultad de trabajarlas, si- 
no en el caso de que no lo hiciera el 
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propietario de lasupefi6cÍG,«y s^n cofi^ 
ecdiéndola á otros en aquel xaso^ erit 
eon la eoiidicsoa de pagar bs conce* 
aionarios al mismo propietario vm dke^ 
mo, y otro al tesara Ley 3. ^ , tít 6y 
Ub. 11 del código. 

. Dividido di imperioí romano, ^ubo di* 
versos usos y costumbres. Ea Fran- 
cia se aigai4 la última l^al roooamiv 
seserrándose loa primeros reyes nn 
censo^ que les pagaban los c6ncesioita>* 
rÍ€Kf. Los señares feudales hicieron la 
misma reserva, y lo» reyes proewa* 
ron recobrar ans derechos^ lográiuiolo 
Cario». Vlj por la ordenanza de 3& de 
Mayo de 1413^que sirvió de base á todas^ 
las demás posteri<»res; y en^ la que ser^ 
estableció el derechof del rey á la dé^ 
cima parte de las: mina», coa esdasion^ 
de los señonesy y;se concedió libcñrtad^ 
á: todr>s de buscar y descubríjp minase» 
indemnizando á los dueños de los^ ter^* 
renos. 

' CousoUdada €m el* siglo XVI el p^deír» 

9 
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ab^olatx) de la monarquía cob lá sumi^ 
BÍon de los señoces feadalisss se^sta^ 
bleció el derecho que ^^ lU^ó ^e. re- 
galia, 6 el domimo ,públioo. «obre las 
grismas minase lo que.^i leogaage de 
aquella época era cotistituirlBs una 
propiedad . domamak . JLos reyes las 
concedían por via de prÍTÍlegio, map« 
dando siempre que ''se indemnizara á 
Ips propietarios de las tierras el daño 
é inteireís con respecto al valor de las 
dichas, tierras eolameate, y no de . las 
iiMKu» que ahí se encon traran.^' 
ó Se. distinguió^ pues, la propiedad de 
la^ minas de la propiedad de la super- 
iiúie. quedando esta del dominio pri- 
vado, y dando derecho á la indemni- 
zacion^ si era dañada^ perteneciendo 
aquella al dominio de la corona^ como 
objeto de privilegios y concesiones 
que se multiplicaron^ y muchas veces 
sm indemnización, al propietario del 
suelo. Este es el principio del dere- 
dbó ée regalía^ que refiere Laferrie* 
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re haber regido en Francia hasta la 
revolución. EL mismo principio fué 
adoptarlo por casi todas las naciones; 
y en Francia, la cuestión fué tratada 
en la asamblea constituyente^ que en 
sustancia decidió lo mismo^ declaran*^ 
do la propiedad dé las minas un dere- 
cho de la sociedad. Salvos los: aba- 
sos, en £spaña no se entenctía^ otra 
cosa cuando se consideraba esa pro- 
piedad una regalía de la corona; y 
solo babia diferencia sustancial res- 
pecto de las monarquías eú que por 
derecho fueron las minas patrimonio 
privado de los soberanos. La mis- 
ma asamblea consagró los principios 
recoiiooidos y subsistentes hoy, res- 
pecto del propietario de la super* 
ficié, y el derecho de la sociedad so- 
bre un objeto que es de interés gene- 
ral, decretando "que las minas estaban 
á disposición de la nación, en el sen* 
lidó solamente d0 que las sustaincias 
minerales no podian ser estraidas si* 
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BO €ba SU conseutimíento, y baJQ stt 
vigilancia, cou obligación de indemni- 
zar á los propietarios de la superficie.^ 
Dióles la preferencia en el laborío 
de las minas que pudieran encontrarse 
ea sus fuqdos. 

Ni cuando el código civil consagró 
d principio deque el propietario del 
suelo, lo es de lo superior y de lo iuíé^ 
rior, con el derecho de excavar j apro* 
Techarse de productos interiores, de* 
jo de consagrar también una escep* 
cioo relativa á minas; y una ley^ por 
fia, de 1810, unió la idea de la pro pie* 
dad definitiva de ta^i nünas á la coQce« 
«ion; propiedad inmueble, perpetua^ 
trasmisible y separada de la de la su» 
perfi^cie; propiedad nueva^ consisten* 
te en la concesioiit otorgable por la 
autqrjdad administrativa al que tenga 
mejores condiciones para el laborío; 
con todo lo que el carácter de los ac* 
tos administrativos^ relativos á minass» 
no puede ser dudMo. 

Digitized by LjOOQIC 



6& 

Ka virtud de todo esto, la concesión 
es, respecto del propietario de la su- 
perficie, propia de la administracioíi 
cooteaciosa, pues hay un derecho que 
respetar, entre tanto se declara otro, ó 
el de la propiedad de la mina por me^ 
dio áe la concesión; y, tratando el soli- 
citante de ella de disminuir aquel de- 
rec^, el recurso contencioso debía 
quedar espedáto al dueño de aquel 
derecho* 

Considerada la cuestión 90I0 entre 
los div^ersos concuirentes^ solicitantes 
de la concesión, y no tocando en este 
caso sino interesef, sn resolución es 
esclusiva de la administración gracio^ 
sa, sin recurso i lo i^ntencioso; salvo 
el caso de esceso de poder por i6ob* 
servancia de las formalidades legales; 
y salvo también el de ofensa de un de- 
recho adquirido, por atacarse una 
concesión anterior. 

Entre nosotros, según él deredho de 
la« partidas, las míaáa fueron pertetle^ 

Digitized by LjOOQIC 



70 
dientes á la regalía y dominia dé la eo- 
roña de España, para que los reyes a- 
tendieran á sus gastos privados, y á los 
gastos públicos, escusanda tributos á 
lo3 pueblos. Por el Ordenamiento reaí 
se declaró que todas las minas de oro, 
plata y cualquiera otro metal, pertene- 
cían al señorío real, y que los parti- 
culares no '^podian trabajarlas sin li- 
cencia ó privilegio. Una ley recopila- 
da estableció luego la libertad de ca- 
var y labrar minas en las propias tier- 
ras y heredades; y en las agenas, con ; 
licencia del dueño, tomando el tercio, ' 
deducidos los costos, y dando los otros 
dos tercios al rey. Otra ley recopila- 
da, para obviar dificultades, que naciaa 
dé los privilegios concedidos, y que- 
riendo consultar á la utilidad pública, 
incorporó á la corona todas las mioas, 
sin escepcion, fcvocó las mercedes 
concedidas, y prometió indemnización 
á los dueños de estas; todo con el ob- 
jeto, según dice la ley, deque todos i 
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participas€n de las minas, buscándolae 
en los terrenos públicos y particulares, 
sin . necesidad de previa licencia, pa- 
gando á los dueños el daño que se les 
hiciese, y sometiéndose á ciertas re- 
glas, que fueron las antiguas ordenan- 
zas que forman la ley 5. ^ , tít 13, lib. 
6. ^ de la liecopilacion de Castilla. 

Vinieron nuevas ordenanzas, que for- 
maron la ley 9 del mismo título y libro, 
derogando las anteriores solo en lo que 
á las nuevas fueran contrarias, y de« 
clarando en vigor la pragmática que in- 
corporó las minas al patrimonio real; 
pero coh libertad de buscarlas los par- 
ticulares, y halladas, haberlas cómo pro- 
pias en posesión y propiedad, pagando 
al rey lo que se asignaba por su dere- 
cho, y guardando lo prescrito, en las 
mismas ordenanzas. 

Las leyes de Indias declararon igual- 
Bótente, que las minas de oro, plata, y 
demás metales, eran comunes á todos: 
que todos podrían descubrirlas y be- 
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tle minena, de !25 de Mayo de 1783^ de- 
dqró, en términos preciso»^ que las mi« 
ñas eran propias de la corona. No obs. 
tanie, sin separarlas^ decia, del real pa- 
trimonio) se coiicedon á los particalares 
en propiedad y posesión; de modo que 
puedan venderlas^ arrendarlas, donar- 
las, dejarla» en testamento por heren- 
cia ó manda, ó de cualquiera manera e- 
nagenarlas^ La concesión se hacia bajo 
de dos condiciones: contribuir á la ha* 
cienda públicdy y labrar y gozar con su- 
jeción á tas ordenanzas; 

La concesión, paes, es el título de 
adquisición; pero según las ordenan* 
Eas, esa concesiiHi no es propia del po- 
der administratÍTO, sino de los tribuna- 
tei^ especiales establecidos por ellas 
mismas, á quienes competía el conoci- 
miento do los registros y denuncios, 
concediéndoles jurisdicción contención 
j^a para todas las causas en que se ver- 
safan cuestiones relativas á la adqui- 
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sicion, conservación y pérdida délas 
minas, salvo el caso de pretenderla habi- 
litación de muchas ú otra considerable 
empresa de este género, pues entonces 
la concesión pedida al tribunal general, 
y con su informe, correspondía al go- 
bierno otorgarla ó denegarla/ 

Hecha la independencia de la nación, 
aunque falta un arreglo total y defini- 
tivo del ramo de minería, en los parcia- 
les que han tenido lugar se ha reco- 
nocido de una manera implícita, pero 
evidente, que las minas pertenecen á 
^la nación, y que la propiedad, particu- 
lar se otorga por concesiones, quedan- 
do los adquirentes sujetos á las orde- 
nanzas y á las cargas con que la nación 
concede la propiedad en tales fundoa. 

No se ha deslindado lo que toca 
á los derechos del dueño del fundo su- 
perficial, de lo que corresponde á la 
propiedad interior é interés general. 
El laboríoque debiera quedar reserva- 
do ala administración, debe separarse 

10 
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dé] conocimiento del poder judicial 
Hoy se trata de reformar las ordenan- 
zas, previa consulta de las prefecturas 
superiores y dos personas asociadas á 
cada una; y en el informe de Oaxaca se 
consulta todo lo relativo a la adminis- 
tración y sus propias facultades, sepa- 
rándolo del poder judicial. 

La desecación de pantanos es tam>- 
bien materia de concesiones. La pro- 
piedad no dá derecho para conservar en 
ella focos de infección, que causan gra- 
ves é irremediables peijuicios á la salud 
pública; y el propietario que uo quiere ó 
Ao puede estinguirlos, desecando en un 
término señalado, hace necesario otor- 
gar la concesión al qué ofirezca hacerlo; 
pero como aquel sufre perjuicio en co- 
sas suyas, ó desmembración de su pro* 
piedad, el asunto es de la admiaistracion 
contenciosa, ante la que le quedará es- 
pedito el recurso, siempre que la ad- 
ministración graciosa le cause perjui- 
cio en la preferencia que para la dése- 
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€acion le debe ser otorgada* La pre- 
ferencia entre otros, distintos del pro- 
pietario, es esclusiva de la administra- 
ción graciosa, sin recurso á la via con- 
tenciosa. En su lugar estableceremos 
algunas escepciones. 

JLa fábrica de balcones y las cons- 
trucciones salientes, hacia las calles, en 
las ciudades^ son de la inspección déla 
administración graciosa, que puede con- 
ceder las autorizaciones, ó negarlas en 
virtud del dominio publico de las calles 
que no comprende solamente el suelo, 
sino toda su altura^ por lo que nadie 
tiene derecho propio de avanzar sus 
construcciones mas allá de la línea de- 
marcada. La denegación del permi- 
so, por tanto, no da lugar á contienda 
ni recursos. 

Razones de orden público ccsigen 
que los asociados no cambien su nom- 
bre sin motivo ni necesidad^ y por éso 
el que la tonga, debe esponerla á la 
administración, que, apreciándola, au- 
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torizará ó no el cambio, sin recurro, 
sino interviene algún derecho para mu- 
dar el nombre, y solo se pide gracia. 
Ni un tercero tendrá derecho para 
embarazar que de nuevo se solicite el 
cambio por el que antes no lo obtuvo; 
pues, los aotos del poder gracioso no 
producen cosa juzgada; y lo que hoy 
se deniega, puede con mejores razones 
concederse otro dia. 

Habiendo derecho de cambiar el 
liombre, la materia es contenciosa, y 
hablaremos de esto en su lugar opor- 
tuno. 

Las cartas de naturaleza no son sino 
lina gracia que concede el poder ejecu- 
tivo; su denegación es. un acto de alta 
política sin contienda. No habrá, pues, 
lugar al recurso contencioso, sino en el 
caso de abuso ó esceso, porque se fal- 
te á las formas establecidas por la 
ley. 

Cuando la ley fija las calidades, ser- 
vicios ó circunstancias que dan dore- 
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cho á la natarali¿acioii ó ciudadania) 
otorgar caitas de uno ú otro, género, 
uo es una concesión dependiente del 
poder administrativo gracioso; y en es- 
tos'casos, la denegación da lugar al re^ 
corso contencioso y al debate en que 
puede sostenerse el derecho perjudica- 
do por ejla, y que otorga la ley. Cuan-. 
do esta no lo otorga, y solo fija las cali- 
dades de las perdonas á quienes la ad- 
ministración puede conceder esos be- 
i;ieficios, entonces no hay lugar al recur» 
so contencioso una vez denegados. 

El carácter de los actos administra* 
tivos, con respecto á la concesión de 
patentes á los inventores y perfeccio- 
nadores de algún ramo de industria^ de- 
pende absolutamente de las prevencio- 
nes de la ley, que debe conciliar el de- 
recho del inventor con el interés co- 
mún, fijando el modo y tiempo de la 
garantía de aquel derecho. Cuando 
la ley reserva aíl poder administrativo 
la concesión ó denegación de próroga, 
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del tiempo señalado, la denegación no 
puede ser fundamento del recurso con- 
tencioso^ obsequiado el derecho del in- 
ventor, la próroga es una gracia; y es- 
ta es la razón de no haber lugar al re- 
curso, denegada^Ia próroga. 

Al contrario, denegada la patente al 
derecho concedido por la ley, y por 
cierto tiempo, el recurso procede bien^ 
porque se ha herido un derecho. 

Todo nuevo descubrimiento ó inven- 
ción en todos los géneros de industria, 
confiere á su autor, bajo las condicio- 
nes y por el tiempo de la ley, el dere- 
cho esclusivo de esplotar en su prove- 
cho el derecho, descubrimiento ó in- 
vención. Este principio han consagra- 
do los pueblos civilizados, y lo está ea 
México por las leyes vigentes. Debe 
consultarse la de 7 de Mayo de 1833, 
en que se establecen los requisitos, 
tiempo. y formas en que el poder ad- 
ministrativo debe estender las patentes, 
sin ecsaminar si sq{i ó no útiles los in« 
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ventos ó perfecciones, por todd lo qué 
la denegación del que pide patente 
conforme á la ley, ofende directamente, 
su derecho. 

Las prórogas del término de diez y 
seis años las reserva la ley á sí misma: es- 
to es, al legislador; y por tanto, no son 
actos administrativos. No lo son tam- 
poco las concesiones determinadas que 
la misma ley reserva al legislador. La 
propiedad de la invención 6 mejora 
disputada, entre varios, ó cuestión rela- 
tiva, se decide por las leyes comunes y 
el poder judicial. Enumeraremos al- 
guno^ de los muchos actos administra- 
tivos, que no son sino favores, y cuya 
denegación^ por ío mismo, deja á los so*- 
ficitantes sin recurso. 

Autorizado el gobierno por la ley para 
dispensar del pagode derechos aun pro- 
veedor del ejército ópara devolverle los 
pagados, la negativa de la dispensa ó de 
la devolución, és uno de esos actos. La 
denegación de la remisión de una multá^^ 
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impuesta por él mismo, es otro. La ¡guial 
denegación de la moderación de una con- 
tribución que el gobierno pueda según 
la ley moderar; la falta de asignación ó 
la menor cuota asignada á los partíci- 
pes de un fondo, que distribuye la ad- 
ministración a los agraciados por mo- 
tivo de necesidad, como en casos de 
peste ó incendio; la denegación de la 
baja de derechos de esportacion ó im- 
portación, ó la imposición de condicio- 
ües en caso de concesión; rehusarse á 
intervenir á favor de un nacional cerca 
de un gobierno estrarigero, para pago 
de créditos legítimos ó reparación de 
daño¿^; la denegación de nombramiento 
de comisión especial para juzgar.de las 
reclamaciones de un particular, y no ad- 
mitir documentos equivalentes, cuando 
hay obligación de presentarlos ciertos 
y determinado?, son ^ también actos de 
ese género. . * 

La denegación de gratificaciones no 
designadas por la ley, salvo el caso de 
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ser realmente precio edtipolado de alr 
guD trabajo^ la asigdacion hecha por el 
gobierno al recaudador de una contri* 
bacion á quien la ley no hubiera señai- 
lado emolumentos, son actos del mismo 
género. 

Los peritos que reclaman indemniza- 
ción por su trabajo; los funcionarios y 
los empleados públicos que reclamai) 
sus sueldos y gratificaciones, que la ley 
señala, no están en el mismo caso; y re- 
husarles lo qu^ la ley les ha conoedido, 
Jo mismo que á cualquiera qpe trat 
J[>ajeen obras púbiiúas s;u honorario, 
sueldo ó salario, es motivo de debate y 
recurso contenciosa 

Solo puede considerarse el pago de} 
«ueldo del funcionario ó empleado pú^ 
,blico una simple gracia y no un derecho^ 
cuando lo pide no habiendo trabajado 
impedido por fuerza mayor, enferme- 
dad ó suspensión, y representa sus ne- 
cesidades y anteriores servicios; pero 
esto es en ^1 caso de que la ley no hayj^ 

il 
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señalado á los así impedidos, ó defíni- 
t i vamen te separados del trabajo, por- 
ciones de sueldo ó pensiones, como su- 
cede entre nosotros respecto de en- 
fermos ó inutilizados, j aun respecto de 
los suspensos sujetos ajuicio. Tráta- 
se en estos últimos casos de un derecho 
que es herido, si no es obsequiado, y hay 
entonces recurso, y lugar á la contienda 
administrativa. 

£1 ejercicio de una función pública 
no dá derecho al sueldo señalado, sino 
ha sido confiada por la autoridad com- 
petente, y comenzada por actos de po- 
sesión ó fórmulas y solemnidades esta- 
blecidas por las leyes. Ni el empleo sin 
ejercicio, ni el ejercicio sin que el em- 
pleo haya sido conferido legalménte, y 
comenzado del mismo modo, dan dere- 
cho al sueldo. 

Las pensiones civiles ó militares 
concedidas en remuneración de dila- 
tados servicios, y las de montepío, se 
otorgan según las prevenciones de las 
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leyes, que fijan las condiciones uece^ 
sarias para obtenerlas; y el que las jso^ 
licita, justifícaudo hallarse en el caso 
de la ley^ lo hace con derecho; por tan- 
to, la denegación da lugar al recurso 
contencioso. 

Faltando alguna de las condiciones 
indicadas, la denegación no da lugar 
al recurso^ aun en el caso de que se 
trate, por ejemplo, de faltar un solo dia 
^^1 tiempo requerido por la ley, Trá^ 
tase entone 3s, y encases semejantes, 
de una gracia cuya denegación no pro- 
duce recurso, 

Las indemnizaciones son, taml)ieQ 
puramente graciosas, salvo el caso de 
que importen resarcimiento de daños 
causados, ó resulten de tácitos contra- 
tos entre la administración y los parti- 
culares, con calidades especiales que las 
constituyan de rigorosa justicia. Son 
de tres maneras: convencionales, legales 
y discrecionales. Convencionales son 
las espresamente estipuladas; legales 
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las no estipuladas, pero clebida<^ coofor- 
me» á los principios del derecho común; 
las discrecionales, las que no pueden re- 
clamarse por titulo ni ley alguna, ni aun 
por las reglas del derecho común. Solo 
estas últimas son graciosas; negadas, no 
hay recurso. Todas las demás, al contra- 
rio^ no se pueden denegar sin dar lugar 
al reciirso y al debate. La fijación de 
la cantidad debida en reparación de 
daños causadas por la administración, 
es también materia contenciosa, des* 
pues de que, fijada por la administra- 
ción pura, el interesado no se confor- 
me y pida él debate, entablando «u re- 
curso. 

Vienen á ser discrecionales aun las 
indemnizaciones estipuladas, cuando 
no ka llegado el caso de la estipulación, 
6 no se ha cumplido con las condicio- 
nes, ó las pérdidas que se prometió 
indemnizar, causadas que fueran por 
fuerza mayor, se han sufrido por otra 
causa; o señalado término para jus- 
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tíficarlas^ se dejó paslar sin hacerlo; 
pues conceder en todos estos casos 
las indemnizaciones, se ye claro que es 
im favor, concediéndose, como se con- 
cede, mas de lo estipulado, ó mejor di? 
cho, lo que no se estipuló* 

£i emprasario, que, sobre los traba- 
jos contratados con la administración^ 
hizo otros de que resultaron ventajas 
al Estado, pero sin orden de la admi- 
nistración, no tiene derecho á indemni- 
zación; solamente puede pedirla dis- 
crecional, por gracia: 

En las adjudicaciones de las empre- 
sas ú obras públicas, él remate se hace 
á cuenta y riesgo del empresario, y á 
su cargo, por tanto, los peligros y con- 
secuencias de la alza de precios de 
los materiales, sin derecho á indeqani- 
zacion, que solo podría obtener por 
gracia. 

Si alguna axitorídad pública de or- 
den inferior á la que contrató la em- 
presa, di^pooe d$ los materiales de n^ 

Digitized by LjOOQIC 



80 
i na obra^ el empresario tendrá espedita 
su derecho coaira aqu^iBlla; pero no 
podrá reclamar 4 la admÍQÍstracio^ 
por la via conten cíofta^ por mas que 
sea digno de que se obsequie su recla- 
mación por ia via gracio&a» 

, Si el empresario se hubioüe CQnFe<- 
nido en que las indemnizaciones» ^i su 
caso, se estinaarianí respecto desucantí- 
dad, discrecionalmente,por la adminia- 
tracion; ó si el ministro ó agente á quien 
correspondat ha ofrecádo simplemente 
que consideraría la demanda de indem* 
nizacion, si estimaba la obra hecha a 
satisíacion, las resoluciones respeoti* 
vas no serán reclamables por la via 
contenciosa. , 

Un proveedor de efectos estrauge- 
ros, que pide indemnización en virtud 
de la alza de derechos, relativa á la 
importación ó internación de los mis- 
mos efectos, debe ser atendido; y en 
caso contrario, hay lugar al recurso 
contencioso; porque, por regla geaejal, 
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el Estado no pnede beneficiarse por 
tin acto propio con detrimento del que 
había contratado con sus agentes. 

Por regla general, no hay, en estos 
casos^ derecho á indemnización por 
razón de gastos de alcabalas, arbitrios 
ú otros impuestos establecidos al tiem* 
po de la contrata. Graciosa seria la 
que se concediera, y sin lugar al recur- 
so contencioso la denegación. 

En todos los casos en que la indem« 
DÍ2acion no se puede reclamar ante 
los tribunales administrativos, ó, lo que 
es lo mismo, por la yia contenciosa» 
por falta de título legal, ó positivo de^ 
recho de ser indemnizado, cualquiera^ 
razón honesta será bastante para pe- 
dir indemnización a la administración 
graciosa; pero la denegación no da de- 
recho al debate ante aquellos tribuna- 
les. La administración graciosa, sin 
embargo, es muy equitativo que atien- 
da al comisionado con misión del go- 
bierno, que habiendo hecho grandes 
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penar la misión por eniermedad ó fuer- 
za mayor; al proveedor, que carece de 
documentos para el ajuste y liquida 
cion de su cuenta; al funcicoarÍQ pú^ 
blico, llamado de lejos para dar caen* 
ta de sus procedimientos, que . aun no 
han úáo repinobados; á los nacional^ 
que pretanden que por un tratada diplo* 
matice hap sido sacrificados sus derer 
choá(, y piden índemnizjsiciDn ó apro* 
bacion de sus cuentas por media d^ 
Justifícscion estráordinaria ó supletcH 
ria, como en el caso del proveedor. 

iJomo la^ tarifas de derechos de 
peage^ aunque deben s^r decretadas 
por el legislador, suele la ley encargar- 
las al poder ejecutivo; es necesario esr 
tablecer reglas de admini^traeion rela- 
tivas para Qroveer con acierto a las 
reclamaciones fundada». 
. Las tarifes deben ser reglamentos 
.geneírates con espresion de derechos 
deteroiinadoS) que deben pagarse eo 

Digitized by LjOOQIC 



89 
k>9 ríos, riberas y canales^ sea por los 
paentes ó por las bafctis, y üimbien 
en los caminos en que no huif rio ni 
cjanal. Una yez autorizado el gobier- 
no para el efecto por el legislador, sil 
ley, pues tal carácter tendrá su tarifa, 
no es reclamable administrativamente, 
ni por la via graciosa; ni menos adjudi- 
cado el railio de peages^ ó parte de él, 
pues eí derecho del licitante, menos 
podría ser perjudicado por esas recla^ 
miaciones, una vez adquirido; al contra- 
río, el decreto ú orden que modifique en 
perjuicio del licitante la tarifa, son re- 
clamables por la via contenciosa. Pe- 
ro puede la administración, ó, mejor 
dicho, el gobierno esplicár é interpre- 
tar la tarifa por decreto general, sin 
aplicación á caso determinado, cuan- 
do prevea dificultades, ó cuando se 
hayan suscitado de hecho. Puede tam- 
bién mandar que los derechos se pa- 

gtipn en casos que se deban entender 

1¡2 
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i5irecta ó índireciamente compreadído 
en ciertas es presiones de la tariCai. 

Si un derecho ecsi^ido se rehusa obse- 
quiar j. se pide el debate, ha lugar^ y la 
ado^msIraciíOB contenciosa ^ ó la antorí- 
dadjodícial, serán, en sus easos^ cojn^e- 
te«tes« A esta úl tima.se concedeen Fran* 
cía la eotUpetencia coMio. la de to«k> fe 
conteneiesd relativo á contrabaoione» 
indirectas. Siempre que se tcata de 
estar ó no en la obligación de ps^ar 
una cootribuofon decretaifat^ el asunto 
na es administrs^tivo, pues se trata, por 
lo mismO) de una contienda en que hajr 
necesidad die hacer, la aplicación de 
nna ley; y no 4e la administración, sino 
déla legislación y c^sos prácticos á 
^ne debe aplicarse el acto tegislatiro, 
ó. la ley' qjae. impone l^, contBÍb»45^pfl, 
cuya \qy sp trajta, d^. ú^j^i^pretar. . J^o 
misj^p. d.ectmo3« aun C¥£^ndo la leyr ]a 
haya dictado el gobiprno^ mediante la 
autorización que le haya concedido o- 
tra ley, u obrando en nombre del le» 
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gíslador, coi virtud de e^a autorizBi^ 
cion. 

Arrendado algún rama de peáges, é 
interpretando el gobierno por medio 
de órdenes ó reglamentos la lej reápec-» 
tiva^ que creó el impuesto, de modo 
que disminuya sus productos, el em- 
presario ó arrendatario del ramo tiene 
deii^cfao para reclamar por la vía coii- 
tencíosa; pero habiéndose reserrado el 
gobierno en el convenio la i^cultad de 
modificar h. cuota en ciertos casos, la 
cuestión contenciosa versará únicamen- 
te sobre si es ó do llegado el caso re- 
servado; y si la variación se dejó á dis- 
creción del gobierno, no tendrá lugal: 
<el recurso* En resumen: la tarifa que 
ñjÁ los derechos es una ley que no pue* 
de modificarse por la administración en 
perjuicio del empresario; aplicarla cor- 
responde á }a .?>ntoridad que jusga; no 
á la que administra. 

Si un empresario cobrase indebida- 
mente el derecho de peage, como si 
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ecsigiesc el de puente al que pase' é) 
río á nado, 3; la autor idad anula este 
acto irregular; si la adrninistracioD 
forma el reglamento de los derechos 
que los barqueros deben pagar por 
las barcas de pasage^ si espltca la 
acepción, de cierta palabra de la tari* 
fa; si prolonga la concesión del dere- 
cho de peage al empresario de canales, 
esclusa ó puentcvcn todos estos casos 
está en sus facultades, obra graciosa- 
lúente, y no ha lugar la contienda. 

Si la ley permite á los ayuntamien- 
tos establecer arbitrios, la aprobación 
de la tarífa corresponde á la adminis- 
tracion, sin recurro á la via contenciosa^ 

Solo en el caso de que los arbitrios 
se concedan al ayuntamiento, Ubertan- 
do á los vecinos del municipio del pa-^ 
go de otras pensiones, que se dejan yí-* 
gentes, después de haber aprobado el 
decreto de arbitrios, podria reclamarse 
qué cesen estos ó aquellos. 
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Una ve2 establecida la diferencia en- 
tre las reglamentos que espide el go*- 
bierno para la ejecución de las leyei^, 
y los de policía y seguridad pública, 
que forma la administración, debemos 
considerar ahora el especial carácter 
propio de estos últimos, que los coloca 
en la esfera de la administración no 
contenciosa. 

£stos reglamentos pueden emanar, 
no solamente del poder general, sino del 
particular de los distritos y aun del mu* 
nicipal de las ciudades y pueblos; por 
consiguiente, también del poder consti- 
tuido en las capitales de Departamen- 
tos ó grandes divisiones. Suponemos 
que no se trata aquí, de esas monstruosas 
centralizaciones del poder, que ninguna 
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consideración política ó de otro gene-» 
ro pueden justificar, en que los pre- 
fectos, los.subprefectos j autoridades 
municipales, son simples agentes de la 
autoridad suprema, sin^ participacioa 
del poder, como procónsules romanos, 
pachaes ú otros agentes de los gobier- 
nos orientales, eaik cuyas centraliza- 
ciones cada agente, ó eierce todo el 
poder del déspota, ó no ejerce ningand^ 
un^ y otra cosa, á placer del sé&or uni- 
rersal, que mas bien puede ser asi lla- 
mado, que gefe del Estado, Perte- 
necen^ esos reglamentos á la materia 
propia de las atribuciones de la admi^ 
nistracion graciosa, y no pueden ser 
sujetos á contienda, porque perderian 
ía fuerza qué les es necesaria y el res- 
peto que les es debido; y én elloti el 
interes'comun se prefiere é los dere- 
chos particulares, sin retíurso, por una 
escepcion indispensable, que nace de 
la naturaleza de la administración. 
Las leyes deben determinar los ob 
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j^to^cometidóa al poder geiierml^ «1 
particular y al municip^l^ y los r^gW 
finen tos que respectivaníiente espidan^ 
esos poderes^ no son suaceptil^tes : d« 
rocano contencioso; porque ya sal>€h 
mos que cuando el poder pi^blico es-* 
pide ]h% leyes generalQ» de 1^ adwinis^ 
traqion, ctiyoeairaete]? tíene^eso^ regla* 
mentoa, goJ^iema, no admioistra. SSa<^ 
bemos también q^^ admínÁstra ci»aa<lo 
en la inspección inmediata rola^iv^, á 
un^ ó á algunos pafticnl^res^ iW^ actos 
ya no son Ik espedicion de reglamentos 
g^nerates, sino la aplicación de esto» 
álos ca»os particulares ola deljQ&F^la- 
n^eatois especiales, relativos á una con* 
' cesión ó contrata^ siempre en caaos 
j^aiüculares. £1 mismo caráet9r de 
reglamento general tiene la j^üOividí^p* 
ota de iatereis general tanjtbfeijk,, que el 
poder público dicta en uso de siu^ ^ 
cuUades. 4bsií, si el poder genera de- 
signa en una cittdad la. calle que debe 
hacei pacte del camino públicOr si el 
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poder particular decreta lá apertnra de 
nn mercado; 9Í el municipal prohibe la 
circulación de carruages en cierto dia, 
íío hay recurso contencioso contra a* 
quellos reglamentos generales, ni con« 
tra estos decretos dé general interés, 
á que todos, sin escepcion de los es* 
trangeros, quedan sujetos. Para que 
no haya duda de que «estos últimos es- 
tán sujetos á las prevenciones de pó- 
lice, á los agentes subalternos y muni* 
cipios, és necesario qoe la ley distinga 
claramente los objetos de policía come- 
tidos á aquellos funcionarios públicos; 
y para decidir si comprenden á los es- 
trangarós los reglamentos que espidan 
los agentes superiores, es preciso aten- 
der al objeto de esos reglamentos, ^ 
la naturaleza de sus disposiciones, y á 
la posibilidad en los estrangeroa de 
cumplirlas* 

Es de esencia de los reglamentos de 
policía, que, especiales por su materia 
ú objeto, y universales, porque se di- 
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lígea á todos los . ciadadano?, ó á lo 
menos á todos los de cierta claso, no 
sean individuales; lias disposiciones de 
un bando o reglañaento, dirigidas á per- 
sonas determinadas, consideradas y de- 
signadas individualmente, no partici- 
pan dé la autoridad y efectos que la ley 
atribuye á los reglanientoi; y, aun seria 
un csceso de poder ua Ij^ando muni- 
cipal, >que, por ejemplo/maudara que 
oiorto ó ciertos tocineros no; pusieran 
su mesa ó mesas dqespendio,; 3ÍnQ en 
tal mercado. . . * / 

r Pero 00 deben cgnfu/idirse estos 
. monstruosos, reglamentos ó prevencio- 
nes de policia, que miran á perdonas 
designadas individualmente, con las pre- 
venciones qui$ la administración debe 
dictar por razones de orden,, saluda se- 
guridad y salubridad públicas,^ aun con 
relacio^ á persona ó cosa determina- 
da. La ^órden en que por causa de 
seguridad se mandase á persona deter- 
minada, que cegase el foso^ que hubiera 

13 
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abierto; la en qne se prescribiere la a- 
pertura de una calle, cuya clausura 
estuviera autorizada, salvo siempre él 
derecho de propiedad ; la en que se maft* 
dará quitar la lápida de un túmulo, por 
tener inscripción prohibida por la lej, 
serían órdenes que, aunque dirigidas á 
personas determinadas, participarían 
de la autoridad de los reglamentos, y 
no podrían reclamarse por la via con- 

■ tenciosa; mucho menos ú fueran pura^ 
mente provisionales. 

Hay ciertos reglamentos que ecsigen 
de parte de los administradores cono- 

" cimientos especiales, y que pueden he- 
rir intereses tan importantes, que me- 
recen mención particular, como los de 
aguas, minas, alineamientos y caminos 
vecinales. 

Hemos hablado de las concesio- 
nes de minas y laá de aguas; y a- 
hora consideramos éstas materias, no 
bajo el aspecto de la concesión, sino 
coa relación á los reglamentos de po- 
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lícía, propios de la minería y del uso 
de las aguas. 

Siendo los rios uña dependencia del 
dominio público, toca á la administra- 
ción graciosa dictar las reglas del ser- 
vicio de la navegación y conducción de 
barcas y balsas, sin haber lugar al re- 
curso contencioso contra esas reglas y 
órdenes, ya sean relativas en lo general, 
á la manera de usar del rio, navegando, 
ó especiales^ como las que miran á las 
capacidades de las barcas. 

En cuanto al curso del agua, que no 
es navegable ni flotable, y cuando nin- 
gún derecho se ha adquirido, ni por 
prescripción, ni por convenciones pri- 
vadas, la administración es la única que 
por medio de reglamentos puede dis- 
tribuir la agua a los vecinos de las ri- 
beras* Estos reglamentos tienen por 
objeto las condiciones con que podráis 
establecerse los ingenios, diques ó es- 
clusas, y determinar las obligaciones 
respectivas de los vecinos de las riberas, 
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y dé los dueños de fábricas ó ingenios. 
Para que las disposiciones que dicte 
la administración mei^ezcan el nonoibre 
de reglamentó de aguas, deben ser re- 
lativas a todo el cursó del rió, por el 
cíistríto, ó á notable parte de ese curso^ 
no siendo así, siú6 relativas soló á in- 
genios determinados, ó determinados 
individuos délas riberas, nocónsthujen 
reglamento» sino simples actos, de ad- 
ministración, relativos á aguas. . Los 
reglamentos, que afecten solo los inte- 
reses de los partióulares, no son recia- 
mables por la* via contenciosa; y al con- 
tt'ario, lo áon por esa via, si ofenden los 
derechos individuales. Pero el inte- 
rés de la agricultura ó de la industria, 
ó del comercio, ó cualquiera otro ín- 
teres público, pueden ecsigir que la ley 
conceda á la administración derechos 
de policía, de dirección y de sobrcvi- 
gilancia, tales, que ecsí jan que sus re- 
glamentos no sean atacados [)or ia via 
contenciosa. La cegla general, eu- 
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tonces, cede á esta prevención parti- 
cular de la ley, que es preciso que sea 
espresa. * * ^ . 

En cuanto a las minas, interviniendo 
el poder público, para crear una pro- 
piedad, en virtud de su derecho sobre 
ellas, es de su dtober intervenir tam- 
bién para eonsenrarla, ejerciendo una 
stobrevigitancia activa y continua, según 
los^ reglamentos, que debe por lo .mis- 
mo espedir para ordenar el la^río; 
cuyos reglamentos y sobrevigilancia 
no son sobrevenientes restricoiooés áel^ 
derecho privado de propiedad coBce-í 
dido, sino primitivas condiciones, esen- 
ciales, de la concesión; por consiguíen* 
te, la via contenciosa está cerrada pa- 
ra el que pretenda reclamar esos re- 
glamentos, í .. 

Decretada la alineación de unacíiN 
dad; el reglamento que espida el ad- 
ministrador de 4a localidad, escluye to^ 
do recurso;* salvo el casó de qué las 
partea interesadas sodtotig^a que el, re- 
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glámento particular es contrario al plan 
general del decreto antecedente, por 
que este creó derechos que, ofendidos 
por el reglamento, fundan el recurso* 

La ley debe distinguir los caminos 
generales, los comunes y vecinales, y 
designar los respectivos agentes de 
la administración general, local ó mu- 
nicipal, á cuyo car¿^o deben estar; cu- 
yos agentes respectivamente, están au- 
torizados para espedir, con sujecióa 
á las leyes^ los reglamentos que concier- 
nan á la conservación, mejora y libre 
transito de los caminos, y contra cu- 
yos reglamentos no hay recuisp ni re- 
clamación, sino solo por esceso de po- 
der. 

Entre laa atribucionees de la admi- 
nistración graciosa se enumeran los ac- 
tos de tutela, que el gobierno ejerce 
sobre corporaciones y estableciaiien- 
tos, que se consideran en la sociedad 
como personas morales, que gozan <de 
los privilegios de menores. Este dere- 

Digitized by LjOOQIC 



103 
clio de tutela y protección ha sido el ob- 
jeto del ecsámen crítico de los publi- 
cistas divididos en opiniones. La le- 
gislación de México reconoce esa tu- 
tela, y el gobierno la ejerce sobre los 
ayuntamientos, y demás corporaciones 
civiles, colegios, hospicios y otros esta- 
blecimientos públicos. 

Según la importancia y naturaleza 
del objeto, que el acto de tutela tenga 
que ordenar, así será diversa la mane- 
ra con que se ejercerá, proveyendo 
por medio de orden ó decreto, ó por 
asistencia é inspección personal dé los 
agentes de la administración, si el a- 
sunto es de poco interés^ ó por medio 
de formales reglamentos, si el asunto 
es de gravedad; y de uno y otro modo, 
no ha lugar el recurso contencioso, por- 
que no se puede debatir ni resistir con- 
tra el que proteje con autoridad; de 
otro modo, no hay tutela ni protección 
posible; pero esto tío impide hacer ob- 
servaciones y representar en la via 
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Esta tutela se aplica á todos los ac- 
tos de enagenacíones, ventas, catiibioB, 
arrendamientos, aceptación de legados; 
y licencias, transacciones y litigios de 
ayuntamientos y demás corporaciones, 
qué se hallan bajo la protección del 
gobierno; y aprobados ó reprobados e- 
sos actos no hay recurso. 

Pero si biay eseeso ó abuso de parte 
de la autoridad, inferioró superior, por 
medio de la^ (|ue ejerce el gobierno la 
tutela, ha' Iq^t* el recurso* «Si el a- 
gente inferioí, p« ejemplo el prefecto 
autoriza un acto,» que solo ^ al gobierno 
cdrrésponde^ ó atiula actos, á protesto 
de violación -^de^ la ley- q,de no se ha 
Iniciad*, el -abuíao ó- eseeso justificarían 
él recurso; 

' ^Rehusada twa au^loiiKacion para li- 
'tigari este-acto perjudicar tal vez un 
'derecho; contra é', pues, hay recurso. 

En euaiítoá los^tereeros, interesados 
en las autbri^ciones que ecsige esta 
tutela^ quedan también sonoetidos á e- 
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ila, por cuanto los contratos que quie- 
ran celebrar con personas morales, 
no tienen valor sin la repetida autori- 
zación de la administración superior. 
Denegada esa autorización, esto po- 
dia herir los intereses de un tercero; 
pero no ofender sus derechos; y por 
consiguiente, los terceros, en el caso, 
no tienen abierta la ría contenciosa. 
^ No Ja tienen tampoco cuando los 
actos de tutela ofendan derechos, que 
los terceros puedan reclamar ante la 
autoridad judicial, como en el caso de 
la autorización para litigar contra e- 
Ilois, supuesto que de su parte edté la 
justicia; ó cuando haya sido aprobado 
un contrato que les es muy perjudi- 
cial, ó vicioso en su esencia, como por 
lesión enormísima en el de compra- 
venta, cuyos vicios y perjuicios son . 
reclamables ante la autoridad judi- 
cial; pues los actos de tutela no son 
constitutivos ni declarativos de dere- 
cho alguno; sino requisitos legales pa- 

14 
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ra la validez de los contratos^ ó aetos 
de las corporaciones, ó personas mora- 
les; validez relativa á las formas, y no 
á la esencia de los contratos, sobré cu^ 
yo segundo panto, el debate y la deci- 
sión son de la competencia de la auto* 
ridad judicial, con arreglo á los códigos, 
4(0 procedimientos respectivo, y civil. 
Hay casos en que los actos de teté- 
la hieren derechos reclamables por la 
via contencioso-administrativa. Una 
vez que la administración ha deteitai* 
nado cómo debe un ayuntamiento ha^ 
cer el pago de un crédito que se le 
rieclama, no teniendo el ayuntamiento 
nada que oponer, ó estando sentcBcia- 
do eñ última instancia a pagarlo, m el 
acreedor no es obsequiado y pide ór;- 
denes á la administración para serlo, 
y la administración se niega ¿ espedir-' 
las, ofende el derecho que el acreedor 
tiene para que se le pague, y esta abierta 
para el mismo acreedor la vía conten* 
ciosa« Aun de la nación puede decir- 
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%& lo mismo, cuando estando Iiqurda f, 
reconocida una deuda suya, el minis 
tro se niega á pagarla, teniendo fondos 
de que disponer, sin perjuicio de los 
intereses generales; ó, si no teniéndo- 
los, se niega á pedir recursos al legisla-^ 
dor. 

Los actos dQ tutela pueden retrac- 
tarse antes de que hayan sido ejecuta- 
dlos respecto de un tercero, ó, como se 
dice en derecho, rebus sic stanlibus^ ó 
estando la cosa íntegra^ La orden ó 
decreto en que se revocara la aproba- 
ción de un contrato, en esos casos, no 
podria reclamare; p^ro consumado el 
contrato, el recurso tendría lugar. 

Los reglamentos de la administra- 
ción pública, sobré cajas de ahorros, 
montes de piedad, y cualquiera otros 
* establecimientos de éste género^ soii 
actos de tutela de un orden mas ele* 
vado, y distintos de los reglamentos or*' 
dinarios de policía* La administración 
debe intervenir en su aprobación^ co- 
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mo^ea 1^ de todos ]os estatutos de ban- 
cos y sociedades, que la ley no autori- 
ce, mientras no obtengan del gobierno 
aprobación de sus mismos estatutos^ y 
cerno, denegada, no se viola por eso 
ningún derecho adquirido, no hay re* 
curso. 

. JLos actos de la administración^ que 
fijan límites a las demarcaciones del 
territorio, conciernen al interés comuii, 
de tan especial manera, que no pueden 
ser susceptibles de reclamaciones por 
la vía contenciosa, cualesquiera que 
sean los inconvenientes ó perjuicios qu^ 
puedan resultar á los habitantes del 
territorio dividido. 

Esto debe entenderse de las divisio- 
nes practicadas por el gobierno, auto- 
rizado por la ley; pues si la ley 1^^ hai- 
Cíe directamente, sabido es que, respec* 
to de los actos del legislador, no hay 
'contienda ni recurso, 

£1 censo que se hace para el pago 
de contribuciones directas ó indirec- 
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.taaif ó para (bI contingente del ejército, 
ó para el establecimiento de funciona* 
ríos, que deben ser pagados por la po- 
blaoioQ, si llega á cierto núffiero, es re* 
ciamable por falta de esactitud, como 
si se incluyera en las tablas la . pobla- 
ción transitoria ó fluctuante. La via 
coBtenoiosa estaría entonces abierta. 
Siempre: que una ley ó reglamente 
mandase^ que para oteilo acto de la 
administración deba presidir ecsámen 
de consejo, junta ó comisión^ si el acto 
administrativo se verifica, sin haberse 
pedido, ó sin haberse obtenido antes 
el dictamen; ú obtenido ya, pero forma- 
do ilegalmente el consejo, junta ó co- 
misión, el recurso contencioso tiene lu- 
gar por el esceso ó abuso de poder. 
Lids leyes, órdenes y decretos de cir<^ 
cunscrípciones ó deslindes, y en general 
todos los actos de la administración gra^ 
ciosa, dejan siempre salvos los dere- 
chos de propiedad, á lo meno» para los 
efectos de la indemnizaicíon previa ^ y pa* 
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ra reclamarlos ante la autoridad cor- 
respondiente. 

Una iostruccion de la admínistracioB 
-superior, conceniiente á un negocio 
especial, y dirigida á un agente infe- 
-rior, no es nna decisión. No puede ca- 
ber duda, cuando en los mismos térmi^ 
nos ^e la instrucción se r^rela el pen- 
•samienio del ministro, que solo se re- 
itere al orden, breiredad y medios que 
deben emplearse para llevar á término 
^n negocio que se halla en giro; ¿quién 
-podría creer que tales instrucciones de« 
«iden el negocio? Pero si el ministro 
usa en 'SUS instrucciones de ciertas 
fórmulas ó locuciones, propias de las 
•verdaderas decisiones; si dice ^decreto^ 
^'decido,^^ es preciso entonces ecsaminar 
sobre qué materia y en qué circunstan« 
«ias ha recaido la cuestionada decisión. 
Si esta versa sobre materias en que el 
inínístro no es competente, no hay de- 
t3Í8Íon, sino simple remisión del ñegocúo 
al, agente inferior, pcira que le dé el 
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giro qae las le^es tengao determinado. 
Se hace una solicitud aute un agente 
de la administración para ser releva- 
do del pago de derechos^ el solicitante 
y el agente remiten al ministro de ha* 
cienda la scdicitud^ 4^cídiendo esto- 
que no debe admitirse; y detolvién-, 
dola al agebte. £1 ministro, por otra? 

Sarte, no es el competente para deci- 
ir sobré el pago de derechos; el re- 
sultado de todo est que no hay deci-; 
don, sino solo devolución, para que se 
determiné por quién corresponda; Dá- 
ibstrucciones el ministro á uno de sus» 
agentes para el álineainie&to de üoa . 
calle, y decreta que la línea se tire der 
tal manera; no hay decisión!; no hay masf 
que instrucción, qué no inápedirá ocur^-^ 
rir al tribunal correspondiente en de»« 
manda de \h indemnizaekin previa áeh 
propietario peij udicado^ cuyo asüftto 
no es d e la competencia del mimstro* v 
Para^ conocer el verdadero carácter 
de la rostruccion ministerial, es^pw^^ 
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ciaio observar si el acto del ministro 
puede ser un obstáculo que impida 
seguir el negocio por la vía legal, sea 
ante los tribunales judiciales^ ó ante 
los administrativos. Si no presenta 
ningunobstáculo^ el carácter de la reso- 
lución del ministro, es el de una simple 
initruccion; y comoy no habiendo de* 
cisión, no (hay derecho herido, contra 
ella no habirá recurso, ha^ta que^ en 
virtud de ^la instrucción sobrevenga 
acto administrativo con la importancia 
de verdadera decisión, que, hiriendo un 
derecho, abra las vias legales del deba- 
te, ó judicial ó administrativo, ante los 
tribunales del uno ó el otro género. In- 
terpuesto el recurso, queda el arbi- 
trio, de pedir iniforme el tribunal admi- 
nistrativo ai ministro, sobré el carácter 
del acto reclamado, que, i^i resulta no 
haber pasado de una simple instruc- 
ción, no procederá adelante el recurso; 
y al contrario^ debe surtir sus efectos 
por abuso de poder, si el ministro in« 
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fytmz que no dio ÍBi^niecioosiii0deci» 
iiones, 5 lamatem^ por otro parté^ no 
es de la competencia ñainisteria}.i> 

£stos .príocipid» dobnr iástrnocioBOtt 
|Hieden apUcane tamlnto á las simptee 
aiitori^acpionés, y á las denegacioDei 
del reoQEíociihieDto de pretendidos.de* 
rechoa de. los particulares^ qüe.tianett 
la aparíeiioia de decisomift; ooiiio en 
el caso de no admitirse una aoUcitnd 
por el agente ó ministro á quien no 
competé decidir sobre ella. Bien a# 
percibe aqoi qne no sé decide, que ki 
solicitud no faá lugar; sino qne se re- 
irael?6> por razón de ineompetencui 
que si no se re^oenoce el derecho |H?e- 
tei»K)^ taoapóóo se desconoce. £& taui* 
bien claiX)^ qpe una 9iatorÍ2acion. pava 
¥endertQ pora litigar» ni decide la veaUi^ 
m eílii%jko^ ni siquiera maqda qi» ae 
renda o s^ Ht^Q. 

£1 decreto dal mimstro de haciendaí 
en que pro?ee no hadorer lugar 1& reel»- 
Biaei€tt de un deudor de contribución 

15 
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lies, oontra él ctial ñeha proveído antd 
de embargo, do debe considerderse siao 
como una autorizacioD pc^ra eontÍBaar 
la TÍá ejecutiva ante los tribunales que 
corresponda; pero bo decisivKx de tos 
pretensos délrechos del - deudor^ Por 
eso, ese decreto del ministro no puede 
ser objeto de un recurro contencioso. 

Según los principios de la buena ad« 
tninistraHcion, no solo debe haber un 
consejo de estado cerca del poder e«- 
jectttivo, que. ilustre á este poder, pre<* 
pare sus resoluciones r cooserre las 
t^adioíone& administrativas; debe haber 
ademas «en los centres de las grandes 
divisiones del territorio, al lado de las 
prefecturas que las presidan, un con* 
Bejo en cada una, para que los negó* 
0Íos se resuelvan con intervención de 
perscpas que conozocfn los intereses lo- 
cales, ó siquiera, en general; loe de las 
giiaades demareacianés* 

La ley debe autorizar á es^o^ com 
sejo8> en unos easob para informar, y 
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en otros para juzgar y; decidir sobra» 
loa negocios administrativos^ y 4^h4^ 
también determinar, que los agentes de. 
la administración, no resuelvan ciertos 
aegooios, sin oir i^Ldictamen desnsres-* 
pectívos consejo?, cuerpos que cpn^ 
viene que ecsistan^ aun en las subpre^ 
f^ctura^ód^ntrosd^Jas pequeñas di-, 
visiones. . £s muy estrado. que, organi^ 
Z£^da así la administración en los pue- 
blos cÍFÍlizados de. Europa^ las repú** 
blicas de América hajan carecido dar 
estos consejos^ que, con susí estadios y 
deliberaciones, hubieran podido suplir, 
la ignorancia d^ la ciencia administra^ 
tiva, y evitar la arbitrariedad de las re* 
soluciones. del poder ejecutivo y sua 
agentes. . » 

:Los dicta menesi de los consejos aoi 
• obligan a Ips gefes respectivos de la¿ 
administración; los consejos informan 
y np deciden sobre» los derechos de 
Us partes; y no pueden conñderarse. 
sus dictámenes reclamables por la via 
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éOBtencíosa. Fero si tienen por la 
te^ del . país, no solo la facultad de^ 
óonsaltar, sino la de decidir, y en ne- 
gocio en que solo son competentes pa^ 
ra lo primero^ hacen lo* segundo; 6 al 
revés, consultan cüaodo debieran deci* 
dir, hay en^ ambos oasos, en el uno es^ 
ceso de poder, y en el ot«o irregulari* 
dad, que dan logar al recurso. 

- Cuando* solo deben dar su ¿liétáméD) 
y dec»deu al parecer^ es precian) ecsa^ 
minar con cnidadola parte dispositiva, 
antes de introdiietr el recurso ó dc^jar- 
le entrada, y niv; admitir el recurso, si« 
' no siendo éierta la decisión, y estando 
yanolifioado el decrete; y todavía se* 
rá ina,daaisible el recarsp, si la decisión 
es paramente graciosa, y en ningún^ 
easo puede causar lesión de a^UB de- 
recho^ aunque hiera algún interés. 

Todas^ las medida» provisionales y 
ée. ui^peocia, que pueda ec»igir la v^í* 
knoia que debe tenerse $«obre el la^ 
vio de millas, talleres peligrosos, fosos 
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abiertos en camíiios públicos, comen* 
tes de aguas estancadas, pestilentes por 
la estancación, y sobre otros objetos 
qae interesan al orden, á la seguridad 
ó á la ^salubridad públicas, cuyas medí* 
das debrai dictarse sin reóurso nide^ 
mora, es preciso que se ejecuten in^ 
mediatamente; en calidad de actos pro^ 
Visionales y precautorios; y «tunque, con* 
cernientes á derec^s primitiTos ó ad- 
quiridos^ no prejuzgando en nada la 
dedáion principal, que baya de tomarse 
ftcerca de ellos^ no admiten recurso 
contencioso. Lrás cuestiones de pro^ 
piedad, indemnización ó contratencion^ 
que sobre tales medidas promueren 
los perjudicados, una vez ejecutadas 
estas, se ventilarán luego ante quien y 
con los recursos que corresponda. 

Hay ciertas decisiones administra^ 
tfvas, completamente inofensivas, pre- 
paratorias y de ' prefcaucion, que tam- 
poco admiten recuráo. Mandar qué 
un particular, qué tiene que demandar 
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a.uaa)Hintamieiito,|>jroour^ epiiTamraii 
coa é), ó al ayu atamiento que entre con 
p[ en arreglos^ sin perjuicio de la libera 
tad y derechas de ambos^ que se haga 
yn roconocimiento del terreno en que 
debe abrirse un nuevo canal, cuanda 
^l,pfopíj&tario de uno abierto, reclams^ 
porqne se proyecta^ eaifi otro; que se 
retenga á un empresario de obras páf 
blicas la suma que 9e le d^be, ba^ta que 
ise liquide su cue&ta; son «todas deci^ 
sienes de aq9el género, puramente pre? 
paratorias de la principal definitiva, que 
po pueden sjsr reclamadas por la vii^ 
contenciosa^. 

! Los decretos que ^olo mandan nO; 
tificar dictámenes de comisiones, y Wi 
ordenes que solo mandan cumplir re-* 
soluciones superiores del gobierno, tam^ 
poco pueden ser reclai^ados por esa Tia« 
Si las decbiones de gracia no admh 
ten recurso, menos lo admiten los ac- 
tos de instrucción que les preceden» 
Se! Ilamaq actos de instrucción gracio* 
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«a, aqaellos que tienen por objeto ik»* 
trar precedenteméDte las decísidoeé 
de gracia. En general, los. actos djd 
iDstroccion, que dada prejuzgan, y en 
Dada perjudican á ]a cuestión princi^ 
pal, no pueden ser reclamados 7 deba- 
tidos, aun cuando sean preparatorios 
de decisiones no graciosa as; y por mai» 
joria de razón, cuando lo son de deei* 
sioDes graciosas. 

Si consulta la adoiinistraoion al com 
sejo para resoh er sobre alguna conce** 
sion; si para detentiiatatr sobre otra 
pide mforme a alguna oficina; si forma 
el reglamento sobre aguas, y es cono- 
cido antes de estar autorizado; si man^ 
da hacer el reconocimiento de alguna 
cosa por peritos, para resolver si la 
<^ambiará por otra del Estado,* cmyé 
cambióse le propone; en todos esto»» 
casos, y todos los de instrucción y simple 
ilustración, no debe admitir recurso aV 
gUDfó de tales actos preparatorios. 

Ta bemK>s espuesto las doctrinas ge;- 

Digitized by LaOOQ IC 



netf^lea.dd la ci^icia, sobre Id|;raaÍQa« 
f \o contencioso;, y debemos repetir 
que la ley, por razones estraordin^riM» 
eontra la rigidez de loa principios da 
la oiencia, general/^ por 9U naturaleza, 
pqede hacer escepcionea; afi es que, 
si el If^alador I3» concedido á la au* 
toridad adminUtrati?a derecho abao^ 
luto para. decidiftJiin recurso, un negrof 
cío, que, por regla general déla ciencia» 
debiera: aer contencioso, 9erá gracioso 
nn virtud de eata excepción IfgaL 

La «loepcionrptt^eser^o absoluta^ ó 
relativa; abáotata, es la queia ley esta* 
blece con anterioridad á todo hecho 
especiait y »« veraa parliciilarmente 
acerca de loi^ «ctc^ que el c^ecutiyo 
obra., ppr. encargo del legislativo; y re* 
Intiiva, k, que la ley deelara reapeot» 
deshechos especiales,; pero j»íeoipre en 
nni^ po^áaíon di^raoinada de antemano 
p«>reAii^slndor». , 

En lá eseepcion absoluta^ ^ poder 
«e encnentra nitnado di^ «n d^l^ho 
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lplneecai»leiité pnr^ deeídíi^ sin disensión 
.aJgqüía, Uegddo elcaso que debiei^a dar 
fugará ello. Esto se adrmi;e 6b ei 
poder de pcdicía. • 

1^ podef da poIiGta ádmniistrfttírfi, 
:qQ« ÜMe* por objeto rolar por la salud 
j seguridad piáblica^ ims esttende sobre 
todos l!iksc¿ad9dam>3; »o hay poder que 
loque ittM de cere^^ ni con mas fre- 
cnoocta^ los dorodios de los particu- 
lar^; él restríoge lar lü^ertad do la in- 
dustriéis fijando el modo y libiitos ooft^ 
que debe ejercerse; él limita la Ifbejf- 
tad personal de traslación, ecstgiendi) 
pasaporte; él hiérelos derechos de pro- 
piedad, imponiendo servidumbres de 
limpie^ia, de no levantar mas alto, de 
recibireñbs paredes tubos quecon- 
duzcan las aguas de las fuentes, i8j>c:^m 
y sin embargo, las órdenes relativas á 
estos objetos no admiten con tradición 
ni recnraOi. Se jua^a que estas órdenes 
emai^n del legislador mismo, porque, 6 
tienden á ejecutar las leyes, ó son actos 

16 
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-para loa que espresamenté está auto- 
rizado por ellas el ejecutiro. Son o- 
tras tantas escepciones absolutas^ esto 
69, establecidas con anterioridad- á los 
hechos especraliM, y que miran á ob- 
jetos determinados por la ley ó por ei 
ejecutivo^ autorizado por ella. 

Todavía es mas enérgico el podet* 
administrativo^ sin caber recurso res- 
pecto de sus actos, en casos de inoeo- 
dio, derribanda casas para <;ortar el 
fuego; en -los de ruina inminente, que 
lo determinan con; ui^encia á dem<Aer 
las que asi amenstzí^n lá pública segu- 
ridad; en los que ordena terraplenes 
para evitar hundimientos, ó levantar di- 
ques para impedir inundaciones, ó des< 
monta los lados de los caminos para 
destruir madrigueras de ladrones* Ni 
es concebible recurso en tales^ casos, 
én que él poder público obra de prisa, 
ausiliado por la iíierza armada y los 
buenos ciudadanos; 7 esto debe enteo 
derse, aun cuando deban resultar de- 
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reohod heridos, p^^8 06 evidente que 
en tales caso^ deben sacrificarse á la. 
nalTacion comuD« 

Pero esto no^ impide ni prejuzga lasi 
cuestiones posteriores sobre propiedad 
é indemnizaciones^quedebaii ventilar^ 
se luego ante I09 tribunales corres^ 
pondiente?) incluios los contencio30-ad* 
ministra ti VOS) no impide^ que si la ad- 
mioástracion se ha eseedído^ traspasan- 
do los limetes de m poder y ^e 1^ ne- 
cesidad, tenga la parte perjudicada es- 
pedito su^ derecho para ocurrir^ aun a 
ios tribunales civilesi pcpr daños é intcr 
reses contra el funcionario responsat 
ble^ 

, En Méxioo, sc^un ja ley civil,, d^.J^^i- 
bar un edificio que amenaza juina, nq 
és iUk:acto administrativo^ sino la obra 
de un juicio sumarisimo, de qpie deb^ 
conocer el juez del lugar, quien con 
vista de ojos, y previa información d^ 
peritos, manda derribar^ si no hay. re^ 
paracion posiblei., 
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' Vohriendo á iais eseé{>CiOfies absohi^ 
tas, Id» lejes,^ ó^den€^^ y decretos qie 
prescriben los casos dé expropiación 

f^or motivo de utilidaé pábííea, no obs- i 
ante que hieren derechos indubitables^- 
no dejan logar al reei^rso; j esto es así 
para que taadministraeiotí pueda aer li- 
bre y espedita. Cuándo la ley oooAaal 
poder ejecutivo la designaeíoD deloskh 
gbrea que haya quer ocupar, por rdsBMidd 
esa misma uliüdad generalf tioproeedo 
bien el recursd contra los actos de b 
admihistracion; practicado» én nao d^ 
eaaa autontecioaes^ qne^ cond^ q^eda 
antes dk^o, no son acordadas al c^éca^ 
tivo, sino con la misma condicioD, ii^é^ 
rente a las leyesy de no poder ser re* 
clamadas por ninguna. vid. 

Á la ley compete siempre, eato ea al 
legislador, establecer esas escepomna^ 
atendido el interesa general» que eesi^ 
el sacrifik^io de los deirecbos individuad- 
Íes; y. ya h^oíios Visto en el poder de poli- 
cia reglamentando la indastría, una^ti»* 
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oepcion absoluta^ en virtud ^de la qué 
respecto de talleres peligrosos, por ecM 
tar espaestM á esplosioties repentkiaSy 
6 por stt iüfltieifcia mortífera y cofttiQuat 
ret^peeto de la imprenta, farmacia^ téa« 
tro, de9C0ndiendo basta las panaderías y 
tocinerías, ejecuta sns proñridencias un 
gentes, sin recursos y que aonqne lo hay 
g^iompre (|n0 es es herido un derecho 'm* 
díridnal, no hatRiendo urgencia, no lo hay 
respecto de los reglamentos de cada 
nnode eüos ramosda iadostria^ y otros; 
p«ie9 es neeesario^ noeoDÜandir el actd 
adfisttiistrati¥0, que consiste en la espc* 
éicion de im reglamenta con el aeto^e 
•jceiicidn del mismo reglamento^ advir» 
tjfondo, que el primero notes reolamabfei 
en l^irtud de eseepcioii kgal die las qn^ 
r^mm tratando, y ^' «egnsdp lo ea 
irteiiipM que* hiera Mi dÍM-echo índki^ 
dual y no liaya urgencia que aio pep» 
mita dilacioH. 

Así; SI no se pempte á un indivídoo 
detennkiado «1 e^reieio de sd indn^* 
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tria; si á otro se le retira él perjpiso 
que para ejercerla tenia; ái cosecheros 
ó: panaderos reclaman la tasa impues-^ 
ta al trigo ó al pan^ ó á una y otra co- 
sa; si á un empresario del teatro^ que 
cumplió con las condiciones que se le 
impusieron, se le retira la concesión; 
todos los ofendidos eft estos especia-' 
les actos de ejecución, deben tener a^ 
bierto el. recurso contra las decisianes 
qfcie perjudiquen su'^dececbo. 

TV>das estas últimas^ desde la que 
>a ley deéiara por utilidad general con 
smcrfi&do de loa dkd^eeliQs ifldifidualesi 
pero para posieion determñadá ó ca« 
80 de hebbo especiad spn ^ escepcioaei» 
rélátíras. Son del mismo género las 
q«e establecen las leyes de .Oontrihu- 
esones; pues afectando «íempre nw^^ 
tra propiedad nidviliaria,'>es siempre 
su remitado el pago 4e ainn.^sMma de 
dinero, é hiriendo esas lef es así nues- 
tros derechos de propiedady..ppr el ri- 
gor de la ciencia debiel^n ^er recia* 
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maclas en la Tía contenciosa; pero el 
interés comnn ecsige que no io sean, y 
que quede establecida esta escepcion 
legal. Pero es preciso advertir, que 
e Iprecepto general, que impone colee*- 
-ticamente a cada municipio, ó á cada 
demarcación» el pago de una suma de- 
terminada, ó á cada contribuyente un 
tanto por ciento sobre su caudal^ es el 
que no puede reclamarse; mas las dis- 
tribuciones de los agentes de la ad- 
^ministracion, por medio de las designa- 
ciones de cuotas á cada contribuyen^ 
te, son reclatnables por la via conten- 
ciosa, por falta de justicia proporcio- 
nal. 

Todos Los actos administrativos diri- 
gidos á practicar un censo ó catastro, 
aun los que se practican con él esclu- 
sivo objeto del pago de contribucio- 
nes, no son reclamables; son propias 
de la administración activa graciosa. 
Esceptúase la parte de ellos en que se 
"^hace clasifícacion de los propietarios 
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porqnú el rigor logice de la ciencia 
debe siempre ceder al iateres general^ 
que así lo ecsige. 

Al cofrcluir la enumeración y ob^ 
servaciones relativas á las lacultadei 
de la admioistraciotí graciosa, debemod 
advertir que si el personal d^ |K>de^ 
ejectftiro ^puro, consáderado como po«| 
^r admÍDirtratPvo, so debe ser embate 
razkdo en la adiridad de la admin»^ 
•tracioü graciosa con los recursos y loi 
debates de la ría contenciosa, no poi 
eso deja de quedar sujeto por ie!ám 
sus actos administratÍTOs, aim graciosM^ 
á la responsabilidad mioisteriat}, y-bs^ 
la misma ^ei^ponsabilidiid, legalmenti 
*ec6igible, quedan Ida actos de la admi- 
nistración contenciosa, objíeto de la s^ 
gunda purte de este estudio, que rw 
mos a comentar á^coütinuacirau 
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establecimiento de plazas de guerra, - 
paeden ser reclamados^ pues aunque 
afecten los derechos de seguridad per-^ 
stonal y de propiedad, estos derechos 
deben ser sacrificados al interés gene» 
ral, por via de escepcion legal relati^ 
va, que escluya todo recurso y debate, 
salvo sobmente lo relativo á escesos y 
abusos de poder, respecto de la reclu-^ 
ta^ y a medios de eiecuciotí y deslindes^ 
respecto del estamecittiento de pla« 
zas fqertes, que legífí mámente dan la-* 
gar á la discusión por la via contención 
sa* Pero et acto que declara la pía* 
2a como de guerra, y que impone jpor 
consecuencia á los vecinos, respecto de 
sus terrenos, la servidumbre de ¿o edi« 
fiear, no admite recurse algunci 

Respecto de los trabajos público») 
debe la ley establecer escepcioR re« 
lativa á la estráccion de materiales de 
los terrenos dé los vecmos del higar 
de los' trabajos, indemnizando á los pro*^ 
pietartes, sm m^s recuiM que el retar 
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